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Recomendación: 

05/2024 

Expediente: CODHEY 214/2022. 

Quejoso: QA1. 

Agraviado: El mismo. 

Derechos Humanos Vulnerados: 
Derecho de Acceso a la Justicia. 

Autoridad Responsable: Servidores 
públicos pertenecientes al Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán. 

Recomendación dirigida al: Director del 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. 

Mérida, Yucatán, a siete de mayo del año dos mil veinticuatro. 

Atento el estado que guarda el expediente CODHEY 214/2022, relativo a la queja interpuesta 
por el ciudadano QA1, en agravio propio, por hechos violatorios a sus derechos humanos 
atribuibles a servidores públicos dependientes del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, y no habiendo diligencias pendientes por realizar, con fundamento en los artículos 
85, 87, 88, 89, de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, 
así como de los numerales 116 fracción I, 117 y 118 de su Reglamento Interno, ambos 
Ordenamientos Legales en vigor, se procede a emitir resolución definitiva en el presente 
asunto, al tenor siguiente: 

COMPETENCIA

La competencia de esta Comisión está determinada en el artículo 102 apartado B de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, este Organismo forma parte 
del conjunto institucional del Estado Mexicano de salvaguarda de los Derechos Humanos de 
las personas que se encuentran en esta Entidad. A nivel local, el artículo 74 de la 
Constitución Política del Estado de Yucatán, establece que la Comisión de Derechos 
Humanos de esta Entidad, es la encargada de la protección, defensa, estudio, promoción y 
divulgación de los derechos humanos. Así pues, le corresponde establecer como resultado de 
su procedimiento de investigación de quejas, si existe violación de los derechos humanos y la 
responsabilidad por parte de las autoridades del Estado. 

Por lo que, con fundamento en el apartado B del artículo 102 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 74 de la Constitución Política 
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del Estado de Yucatán; numerales 3 y 71, de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado en vigor; 10, 11, 116 fracción I2  y demás aplicables de su Reglamento Interno 
vigente, y de la resolución A/RES/48/134 de 20 de diciembre de 1993, de los 
denominados Principios de París3, este Organismo tiene competencia, por las razones que 
a continuación se mencionan. 

 
En razón de la materia —ratione materia— ya que esta Comisión acreditó diversas violaciones 
a los derechos humanos, específicamente al Derecho de Acceso a la Justicia en la 
modalidad del Derecho a un Recurso Idóneo, Efectivo y Rápido. 
 
En razón de la persona —ratione personae— ya que las violaciones acreditadas son atribuibles 
a servidores públicos dependientes del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. 
 
En razón del lugar —ratione loci—, porque los hechos ocurrieron en territorio del Estado de 
Yucatán, y; 
 
En razón de tiempo —ratione temporis—, en virtud de que los hechos violatorios de derechos 
humanos sucedieron con posterioridad a la fecha de creación de este Organismo, y se 
encuentran por lo tanto dentro del marco temporal que permite a los peticionarios presentar 
sus quejas ante él. 
 

 

 

 

 
1 El artículo 3 establece como objeto de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán “… proteger, defender, 
estudiar, investigar, promover y divulgar los derechos humanos en el Estado de Yucatán”. El artículo 7 dispone que “la 
comisión tendrá competencia para conocer en todo el territorio del Estado de Yucatán, de oficio o a petición de parte, quejas 
por presuntas violaciones a los derechos humanos, por actos u omisiones de cualquier naturaleza imputables a las autoridades 
o servidores públicos. En los términos de esta ley, solo podrán admitirse o conocerse quejas o inconformidades contra actos 
u omisiones de autoridades judiciales estatales, cuando tengan carácter administrativo. La comisión por ningún motivo podrá 
examinar cuestiones jurisdiccionales de fondo”. 
2 De acuerdo con el artículo 10, “Para los efectos del artículo 7 de la Ley, la Comisión tendrá competencia en todo el territorio 
del estado para conocer de las quejas relacionadas con presuntas violaciones a los derechos humanos, cuando éstas fueren 
imputadas a autoridades y servidores públicos de carácter  estatal o de los municipios de la entidad, salvo de los actos del 
Poder Judicial del Estado, caso en el cual, sólo tendrá facultades para conocer de actos u omisiones que tengan el carácter 
de trámite administrativo.” Asimismo, el artículo 11 establece: “Para los efectos del artículo 7 y 10 fracción II de la Ley, se 
entiende por actos u omisiones de cualquier naturaleza imputables a autoridades o servidores públicos estatales o 
municipales, los que provengan de cualquier dependencia, institución u organismos de cualquiera de los poderes públicos del 
Estado, con la limitación establecida en el artículo 10 de este Reglamento o de cualquiera de los municipios del mismo, y en 
el caso de la administración pública estatal o municipal, sea que se trate de órganos de la administración centralizada, 
paraestatal o paramunicipal, y los organismos públicos autónomos estatales.” Por su parte, el artículo 116, fracción I, señala: 
“Los expedientes de queja que hubieren sido abiertos podrán ser concluidos por: I.- Haberse dictado la Recomendación 
correspondiente, quedando abierto el caso exclusivamente para los efectos del seguimiento de la Recomendación …” 
3 Principios relativos al estatuto y funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y promoción de los derechos 
humanos (Principios de París), que establece como responsabilidad de los organismos nacionales de protección de derechos 
humanos la promoción y defensa de los derechos de las personas de acuerdo con el derecho internacional de la materia 
(Apartado A, punto 3, inciso b). 
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DESCRIPCIÓN DE HECHOS 
 

PRIMERO.- En fecha diecinueve de abril del año dos mil veintidós, personal de este 
organismo protector de los derechos humanos, mediante acta circunstanciada hizo constar la 
comparecencia del ciudadano QA1, de la que de su contenido se observa lo siguiente: 
“…desea interponer queja en contra del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, toda vez 
que en fecha veintiuno de febrero del año en curso, presentó un escrito con la misma fecha, 
realizando diversas peticiones de solicitud de información, a la Oficialía de Partes de dicha 
Institución, sin embargo hasta la presente fecha no le han dado respuesta dirigida al agraviado, 
por lo que entre las diversas ocasiones que se ha apersonado a dicha institución para solicitar 
su respuesta, le entregaron el memorándum N° DAR/0129/2022, dicho oficio, sin embargo el 
referido memorándum no se encuentra dirigido al compareciente, por lo que hasta la presente 
fecha continúan sin darle respuesta a lo solicitado, considerando el compareciente que le están 
violando su derecho de petición al no darle respuesta clara a lo solicitado…”. 
 
SEGUNDO.- Escrito de fecha veintiuno de febrero del año dos mil veintidós, suscrito por 
el ciudadano QA1, del que de su contenido se observa lo siguiente: “…Derecho de petición 
para que de acuerdo al Estado de la asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de 
Yucatán A.C. pueda participar en las funciones de boxeo amateur como representante y para 
que se me permita pertenecer a la Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán 
A.C. de manera formal, cumpliendo los requisitos regulares y gozando de los derechos de toda 
asociación… Yo QA1, mayor de edad, vecino de esta ciudad de Mérida, Yucatán, 
identificándome con el número de pasaporte … Ciudadano mexicano en apego al artículo 8° 
constitucional, ejerciendo mi derecho de petición solicito amablemente sea revisado mi 
expediente jurídico y se confirme que no existe sanción legal, vigente y/o expedida conforme 
a derecho registrada ante este Honorable Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, ya que 
de acuerdo al capítulo XV ”de las sanciones” del Estado de la Asociación de Boxeo de 
Aficionados del Estado de Yucatán A.C. declaro que nunca ha sido cumplido procedimiento 
legal alguno en el cual haya motivo para que recurrentemente se me niegue tanto la 
participación en las funciones de boxeo amateur como representante como  el permitirme 
pertenece a dicha Asociación arriba mencionada. Por tal motivo es indispensable para mi 
persona confirmar que no exista sanción legal, reiterando por la presente autoridad como 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán…”. 
 
TERCERO.- Memorándum número DAR/0129/2022 de fecha veinticuatro de marzo del año 
dos mil veintidós, suscrito por el Director de Alto Rendimiento del Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán, mismo que versa lo siguiente “...Por medio del presente doy respuesta al 
oficio recibido el 21 de febrero de 2022 del C. QA1, a lo que me permito informarle que por el 
momento la Asociación de Box de Aficionados del Estado de Yucatán, A.C., se encuentra 
actualmente en proceso de reorganización y por motivos ajenos al IDEY, se tuvo que realizar 
una restructuración con los representantes de dicha Comisión Reorganizadora, motivo por el 
cual, actualmente no existe autoridad que pueda atender su inconveniente con dicho 
organismo deportivo. Así mismo le informo que archivos y expedientes de dicho organismo 
actualmente obra una sanción en contra del mencionado, la cual no se puede atender por 
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motivos antes mencionados… De igual manera, no omito manifestarle que todas las 
Asociaciones Deportivas, son entes autónomos capaz de tomar sus propias decisiones, tal y 
como lo establece el Código Civil del Estado de Yucatán y los artículos 52 y 53 de la Ley 
General de Cultura Física y Deporte, y que únicamente trabajan en colaboración con el Instituto 
del Deporte del Estado de Yucatán, para la elaboración de eventos deportivos. Sin embargo, 
en reiteradas ocasiones nos hemos dado a la tarea de atender y tratar de solucionar su 
situación ante la misma. Por lo que puede estar seguro que en el momento en que dicho 
organismo se encuentre reorganizado, se tomarán las actividades para intentar una vez más 
solucionar la situación actual del mencionado…”. (SIC). 
 

 

EVIDENCIAS 
 

De entre éstas destacan: 
 
1.-  Acta circunstanciada de fecha diecinueve de abril del año dos mil veintidós, en donde 

personal de esta Comisión de Derechos Humanos hizo constar la comparecencia del 
ciudadano QA1, y cuyo contenido se ha hecho constar en el apartado de “HECHOS” de 
esta resolución. 

 
2.-  Escrito de fecha veintiuno de febrero del año dos mil veintidós, suscrito por el ciudadano 

QA1, y cuyo contenido se ha transcrito en el apartado de “HECHOS” de la presente 
resolución. 

 
3.-  Memorándum número DAR/0129/2022 de fecha veinticuatro de marzo del año dos mil 

veintidós, suscrito por el Director de Alto Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado 
de Yucatán, mediante el cual rinde un informe respecto de los hechos que motivaron la 
queja que se resuelve, y cuyo contenido se ha plasmado en el apartado de “HECHOS” de 
esta resolución. 

 
4.-  Acuerdo de fecha veintiséis de abril del año dos mil veintidós, mediante el cual este 

Organismo determinó solicitar del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, un Informe 
Previo en relación a los hechos manifestados por el ciudadano QA1, lo cual le fue notificado 
mediante oficio número O.Q. 1479/2022 en fecha seis de mayo del año dos mil veintidós. 

 
5.-  Oficio de referencia número 1479/2022 suscrito por el Licenciado Aarón Natanael Bacab 

Hau, Director Jurídico del IDEY, recibido en este organismo protector de los derechos 
humanos en fecha seis de junio del año dos mil veintidós, del que, de su contenido, en 
lo conducente, se observa lo siguiente “…1.- En relación al oficio O.Q. 1479/2022, de fecha 
veintiséis de abril del año dos mil veintidós, le informamos que en fecha trece de abril del 
año dos mil veintidós, se presentó a este instituto, la Lic. C1 en representación del C. QA1, 
a la cual se le entregó el informe con número de Oficio en original, DAR/0129/2022 de fecha 
veinticuatro de marzo de dos mil veintidós, y remitido por el Lic. Miguel Ángel Navarro, 
Director de Alto Rendimiento de este Instituto… En dicho oficio, anteriormente señalado, 
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se informa y se da respuesta a lo solicitado por el C. QA1, en fecha veintiuno de febrero 
del año dos mil veintidós…”. 

 
6.-  Escrito de fecha ocho de julio del año dos mil veintidós, suscrito por el ciudadano QA1, 

del que se observa lo siguiente “…Como resultado del oficio que me fue notificado por parte 
del IDEY con número de oficio IDEY/DJ/225/22 y fecha del 6 de junio del 2022 el cual ya 
anteriormente me había sido entregado y donde solo cambiaron el nombre de a quién va 
dirigido, tengo a bien y conforme a mi derecho de petición presentarme ante la CODHEY 
para pedir nuevamente solicite al IDEY las aclaraciones a una supuesta sanción que me 
atañe a privarme de la libertad de asociación además de violentar mi integridad física y 
moral poniéndome como un ser inferior ante las autoridades de mi estado las cuales no me 
están protegiendo si no que están dando soluciones de forma sin tocar el fondo del asunto 
y para lo cual estar ya cansado, indefenso y con los contras a mi persona, equipo de trabajo 
y representados al mismo tiempo expongo que de no solucionarse pacíficamente y 
conforme marca el derecho acudiré a la prensa, periódico, TV y demás redes sociales para 
que se haga justicia a mis solicitudes las cuales perjudican a mi persona, equipo de trabajo 
y representados en el deporte… 1) Que me sea expuesta la sanción que según ha sido 
registrada por la asociación de boxeo de aficionados del estado de Yucatán y visada por el 
IDEY… 2) Que la respuesta sea verificada porque según la respuesta anterior no puede 
darse seguimiento porque la asociación esta acéfala lo cual no es verdad, es un engaño 
que esta acéfala ya que dicen estar en reorganización pero hemos observado que sigue 
dividida por C2, el sus corruptos y agresores compañeros se mantienen activos 
desarrollando un  torneo de boxeo en conjunto con el IDEY llamado “Henequenes” así como 
reuniones y grupos de información, de igual manera se le ha pedido al director del IDEY 
dialogar y estando en compañía de estos no gratos se ha negado y no nos dan posibilidad 
de dialogar y no se me esclarece en lo particular mi supuesta ni la razón y fundamentos 
por lo cual no me dejan ser parte de la asociación de boxeo de aficionados del estado de 
Yucatán…”. (Sic). 

 
7.-  Acuerdo de fecha diecinueve de julio de dos mil veintidós, mediante el cual se determinó 

solicitar de la autoridad, un Informe Adicional, en relación a las manifestaciones realizadas 
por el ciudadano QA1, en su escrito recibido en fecha ocho de julio de dos mil veintidós, 
para lo cual le fue remitida una copia simple, todo lo anterior le fue notificado a la autoridad 
en fecha veinte del propio mes y año, mediante oficio número O.Q. 2672/2022. 

 
8.-  Oficio número IDEY/DJ/264/22 de fecha nueve de agosto del año dos mil veintidós, 

suscrito por el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte del Estado 
de Yucatán, del que de su contenido, en lo conducente, se observa lo siguiente 
“…Comparezco por esta vía a presentar la siguiente INFORME ADICIONAL conforme a lo 
que en derecho corresponde a  mi representado en autos del expediente GESTION 
212/2022 y relativo al oficio de queja 2672/2022, por presuntos hechos manifestados en 
donde se involucra a mi representado y, motivo por el cual con fundamento en los artículos 
2, 57, 73 y demás relativos y aplicables de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Yucatán, manifiesto lo siguiente: 1.- Anexo al presente, el oficio en original 
IDEY/DAR/DDF/058/2022, remitido por el Lic.  Carlos Armando Cardona Méndez, Jefe del 
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Departamento del Deporte Federado, el cual contiene la copia simple certificada de la 
sanción impuesta al C. QA1, emitida por parte de la Asociación de Boxeo de Aficionados 
del Estado de Yucatán… 2.- A partir del mes de Febrero y hasta el mes de noviembre del 
presente año, (2022) (el último viernes de cada mes), este instituto, en coordinación con el 
Instituto de Movilidad y Desarrollo Urbano Territorial, llevan a cabo un torneo amateur de 
boxeo, denominado “Henequenes”, el cual se encuentra avalado y sancionado por la 
Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán… Cabe mencionar que dicha 
asociación no trabaja en conjunto o coadyuvancia con este Instituto, sino que solo participa 
prestando sus servicios avalando y sancionando las peleas del torneo antes mencionado, 
ya que son encuentros oficiales de box…”. (Sic). 

 
A dicho oficio se le anexó el documento siguiente: 

 
a).- Oficio sin número, de fecha nueve de marzo del año dos mil veinte, suscrito por el 

C. C6, Presidente de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, que en lo 
conducente señala lo siguiente: “…POR MEDIO DE LA PRESENTE ME DIRIJO A USTED 
(S), PARA HACER DE SU CONOCIMIENTO DE LA SITUACIÓN O ACCIONES QUE 
REALIZÓ EL C. QA1, EN LA CIUDAD DE PALENQUE, CHIAPAS, DONDE SE ESTABA 
REALIZANDO EL SELECTIVO REGIONAL DE BOXEO 2020. ESTAS ACTIVIDADES QUE 
REALIZO C. QA1, SE CONSIDERAN FALTAS MUY GRAVES EN ESTA ASOCIACION DE 
BOXEO DEL ESTADO DE YUCATAN, POR TAL SITUACION ESTA ASOCIACION EXPULSA 
DE MANERA DEFINITIVA A C. QA1, YA QUE NO PODRA ASISTIR A NINGUNA REUNION 
DE ESTA ASOCIACION COMO REPRESENTANTE DEL CLUB, NO TIENE DERECHO VOZ 
Y VOTO, NI PODRA PARTICIPAR COMO ENTRENADOR Y AYUDANTE EN NINGUN 
EVENTO QUE AVALE Y SANCIONE ESTA ASOCIACION DE BOXEO, NI REALIZAR 
NINGUN TRAMITE PARA EL CLUB YA MENCIONADO… ESTA DECISION LA TOMA LA 
DIRECTIVA DE LA ASOCIACION A PETICION DE LOS ENTRENADORES QUE 
ESTUVIERON PRESENTE EN ESTA SITUACION Y A LA VEZ PONIENDO EN RIESGO LA 
PARTICIPACION DE LA SELECCIÓN YUCATECA DE BOXEO, EN EL CAPITULO XV DE 
LAS SANCIONES… EN CASO DE CONTINUAR QA1, CON ESTA SITUACION EN 
CUALQUIER LUGAR O EVENTOS DEPORTIVOS QUE ESTE REALIZANDO O PARTICIPE 
ESTA ASOCIACION, SERA CONSIGNADO A LAS AUTORIDADES DE SEGURIDAD 
PUBLICA CORRESPONDIENTE… ESTA DECISION DE EXPULSUION DEFINITIVA AL C. 

QA1 CONOCIDO COMO (…) ES IRREVOCABLE Y NO NEGOCIABLE...”. (Sic). 
 

9.-  Oficio número IDEY/DJ/282/22, de fecha treinta y uno de agosto del año dos mil 
veintidós, suscrito por el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte 
del Estado de Yucatán, por medio del cual, en lo conducente, manifiesta lo siguiente: “…1.- 
Respecto al informe adicional solicitado por su H. Comisión, referido en el oficio de queja 
al rubro mencionado…le informo que hasta la presente fecha sabemos que sigue acéfala 
la posición de Presidente de la Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de 
Yucatán, por lo cual este instituto puede manifestar, solamente que desde que la 
Asociación emitió la sanción al C. QA1, y que la conducta que se refiere con “continuar 
con esta situación”, es que el mencionado ciudadano, ha provocado en reiteradas 
ocasiones alteraciones del orden público, en eventos organizados por la Asociación, en 
los cuales incluso se ha solicitado la intervención de las autoridades de seguridad pública, 
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para poder retirar al C. QA1 de las funciones, es por ello que a raíz de tales eventos la 
Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán, decidió emitir la sanción 
fundamentándose en el Artículo XV de su Estatuto Orgánico, y la cual es válida para este 
instituto, ya que si bien es cierto la Asociación es Autónoma, ella avala todos los torneos 
del IDEY y del boxeo aficionado en el Estado en general…”.(SIC). 

 
10.-  Escrito del ciudadano QA1, recibido en este Organismo en fecha veintiséis de 

septiembre del año dos mil veintidós, mediante el cual manifestó lo siguiente: “…Por 
medio de la presente y de la manera más atenta le mando un cordial saludo y me permito 
dirigirme a usted para darle seguimiento al expediente con número de gestión 212/2022 
basado en la última respuesta emitida por el Instituto de Deporte del Estado de Yucatán 
solicitando información y señalando las observaciones siguientes… El IDEY informa que 
la asociación permanece acéfala cuando de manera pública y con la cobertura de medios 
de comunicación la asociación continúa funcionando con el cuerpo técnico y de 
administración deportiva… 2.- El Instituto del Deporte informa que las sanciones emitidas 
corresponden a reiteradas ocasiones en alteraciones al orden público, sin mencionar que 
todos esos momentos fueron posteriores a la fecha de sanción y en efecto de una acción 
natural de un ser humano ante una sanción emitida de manera irregular y en busca de 
respuestas para la correcta conducción… 3.- Favor de informarme si existen documentos 
en el archivo que guarda el SIRED (sistema de registro de deporte federado) sobre mi 
afiliación oficial a la asociación de boxeo amateur pues en el capítulo XV de los estatutos 
de la asociación las sanciones solamente aplican a miembros oficialmente afiliados a lo 
cual yo solicito se confirme si algún día he sido miembro oficial de la asociación de boxeo 
amateur del estado de Yucatán, por medio del SIRED…”. 

 
11.-  Acuerdo de fecha treinta de septiembre del año dos mil veintidós, en el que se 

determinó solicitar de la autoridad presuntamente responsable, un informe adicional, en 
relación a las manifestaciones realizadas por el ciudadano QA1, en su escrito de fecha 
veintiséis de septiembre del año dos mil veintidós, lo cual le fue debidamente notificado 
en fecha seis de octubre del año dos mil veintidós, mediante oficio O.Q. 3825/2022. 

 
12.-  Oficio número IDEY/DJ/332/22, de fecha diecinueve de octubre del año dos mil 

veintidós, suscrito por el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte 
del Estado de Yucatán, que en lo conducente señala lo siguiente: “…2.- En marzo del año 
dos mil veinte, el C. QA1 (a) (...), se presentó en la ciudad de Palenque, Chiapas, donde 
se estaba realizando el SELECTIVO REGIONAL DE BOXEO 2020, en el cual se 
encontraba participando el Club denominado “(...)”, afiliado a la Asociación de Boxeo del 
Estado de Yucatán, en el ciclo deportivo 2020-2021, y al cual pertenecía en esos 
momentos, el mencionado QA1, como entrenador, lo anterior avalando su afiliación a la 
Asociación, por lo cual la respuesta es que sí se encontraba afiliado a dicha asociación, 
en ese momento… En dicho Selectivo celebrado en la ciudad de Palenque, Chiapas, en 
donde el C. QA1 (a) (...), realizó faltas que se consideran muy graves, y por tal situación, 
la directiva de la asociación, a petición de los entrenadores que estuvieron presentes y al 
poner en riesgo la participación de la selección yucateca de boxeo en ese regional, tomo 
la decisión de sancionar al C. QA1, basándose en el estatuto de la asociación yucateca 
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de boxeo, en el Capítulo XV de las Sanciones…”. 
 

13.-  Escrito del ciudadano QA1, recibido en este organismo protector de los derechos 
humanos en fecha veintiuno de octubre del año dos mil veintidós, en el que manifestó 
lo siguiente: “…Por medio de la presente me dirijo a usted de la manera más atenta y 
respetuosa en busca de su apoyo ante la situación que aqueja a mi desarrollo humano, 
integridad psicológica, integridad moral, etc., etc…. Dándole seguimiento a la gestión 
marcada con el número 212/2022 en la cual el Instituto de Deporte del Estado de Yucatán 
expresa en repetidas ocasiones no poder apoyarme ante una supuesta sanción emitida 
por la asociación de boxeo amateur del Estado de Yucatán, señalando que la asociación 
se encuentra acéfala, en esta ocasión de mi parte he hecho todo lo posible para recabar 
información que demuestra que la asociación de Boxeo y sus administradores siguen 
organizando eventos con el aval de la Federación Mexicana de Boxeo coordinados por 
C2… De igual manera anexo los documentos en los que he solicitado la dirección de las 
oficinas de la asociación de boxeo para resolver de manera directa y jurídicamente y el 
instituto me responde con una dirección ficticia… He solicitado información para confirmar 
que la asociación boxeo sigue funcionando organizando torneos al Instituto de Movilidad 
y Desarrollo Urbano Territorial y a Tele Yucatán la cual no fue permitida sin más por el 
momento le agradezco su atención…”. 

 
14.-  Oficio número IDEY/DJ/360/22, de fecha cinco de diciembre del año dos mil veintidós, 

suscrito por el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte del Estado 
de Yucatán, que en lo conducente señala lo siguiente: “… Son falsos los hechos que la 
parte quejosa pretende atribuir al Director General del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, o a mi representada, siendo que no se le ha violado Derecho Humano alguno al 
hoy quejoso. Por principio de cuentas, se precisa como antecedente que derivado de la 
Gestión 212/2022, mediante Oficio IDEY/DJ//332/2022, de fecha diecinueve de octubre 
de dos mil veintidós, se rindió informe en el que se manifestó que el quejoso erróneamente 
pretende atribuir una violación de derechos humanos al LAE. Carlos Xavier Sáenz Castillo 
o a mi representada, toda vez que los hechos que manifiesta derivaron de un posible 
hecho que la Ley señala como delito, (como lo es el de alterar el orden público), en el que 
se vio involucrado el quejoso, durante el SELECTIVO REGIONAL DE BOXEO 2020, 
celebrado en la ciudad de Palenque, Chiapas, por lo que la autoridad responsable y 
competente para investigar y sancionar esos hechos en aquél momento es el ministerio 
público, y que por ser un evento organizado por la Federación Mexicana de Boxeo A.C., 
es que la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, basado en sus estatutos, decidió 
sancionar al hoy quejoso, por estar afiliado a dicha asociación durante la realización de 
dicho SELECTIVO… De lo anterior se desprende que la parte quejosa considera 
vulnerados sus derechos humanos derivado de un posible hecho señalado como delito, 
que el mismo cometió, y de una sanción emitida por la Asociación de Boxeo del Estado 
de Yucatán, como resultado de dicha falta cometida por un afiliado, durante un evento 
organizado por la Federación Mexicana de Boxeo A.C., y toda vez que ni el Director 
General de este Instituto, ni mi propia representada son autoridad competente para 
investigar posibles hechos delictuosos, cometidos por el quejoso, como también la 
Asociación, es la máxima autoridad técnica de este deporte, en el Estado de Yucatán, 
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encargada de administrar, avalar, dirigir, coordinar, fomentar, organizar y fomentar el 
Boxeo en nuestra entidad”, basada en el Artículo 9 de la Constitución que permite la 
libertad de asociación, esta autoridad no tiene competencia para injerir en las decisiones 
de la asociación. Por lo que es inoperante e improcedente lo que la parte quejosa cree 
suponer…”. 

 
15.-  Escrito del ciudadano QA1, recibido en esta Comisión de Derechos Humanos en fecha 

veintidós de diciembre del año dos mil veintidós del que se observa lo siguiente: 
“…Algo parecido a una persecución política, el Instituto del Deporte me señala como una 
persona no grata informando que cuento con una sanción, sin informarme verídicamente 
sobre la dirección de las oficinas de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, 
dándome como respuesta una dirección ficticia de las oficinas y así mantenerme aislado 
jurídicamente. No existo en el Sistema del Deporte en Yucatán, no cuento con ningún 
documento que me acredite como afiliado a la asociación, porque el Instituto me señala?, 
porque la asociación me sanciona? En el estatuto orgánico del IDEY se señala que el 
director del deporte federado es quien supervisa que estén debidamente acreditados y 
cumplan con las disposiciones fiscales para funcionar como tal las asociaciones, solicito 
información y me dan una dirección ficticia. El instituto del deporte informa que la 
asociación se encuentra acéfala y sin presidente o administración a cargo de los asuntos 
jurídicos como cuando la realidad es que la asociación si está funcionando y organiza 
torneos de boxeo con dependencias del gobierno sobre el torneo “Origen de los 
Campeones”. La asociación de boxeo emite una sanción notificando a toda la sociedad y 
autoridades y la realidad es que la única forma de sancionar a alguien es que la persona 
valide su afiliación por medio del Sistema de Registro de Deporte Federado y yo no existo 
en ese sistema, como puedo estar sancionado y siendo señalado?…”. (Sic). 

 
16.-  Escrito del ciudadano QA1, de fecha seis de enero del año dos mil veintitrés del que 

se observa lo siguiente: “…Por medio de la presente dándole seguimiento al número de 
queja 214/2022 le entrego 8 pruebas por las cuales el Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán podría estar afectando mi integridad moral. Anexo: memoria USB con 7 de las 8 
pruebas presentadas y un oficio como prueba de una petición de audiencia… 1.- Oficio 
ingresado al IDEY con petición de audiencia a la cual me respondieron por teléfono 
citándome a una reunión en una sala de juntas del IDEY en la cual asistimos de mi parte 
C3 entrenador del (…) y C4  (…), por parte de la asociación ABAY asistieron C5, C6 y C7, 
por parte del IDEY asistieron C2, Aarón Natanael Bacab Hau, Carlos Armando Cardona 
Mendoza, y Jorge Antonio Esteban Abud reunión en la cual el Licenciado Aarón Natanael 
Bacab Hau me comentó que lo único que podría lograr el IDEY era que alivianaran mi 
sanción dejándome participar siempre y cuando yo firmara mi sanción por 4 años y dejaría 
de ser definitiva… 2.- Video 1: Después de 2 años sin poder encontrar recurso jurídico 
para resolver mi caso decidí manifestarme de manera pacífica en el evento abierto al 
público que avalara la asociación ABAY en el cual me senté en medio del ring de boxeo 
expresando que quería resolver mi situación y que me dieran oportunidad jurídica, unos 
minutos después llegaron elementos de la secretaria de seguridad pública, SSP y en el 
momento que los oficiales me hacían algunas preguntas desde abajo del ring en ese 
momento subieron al ring de boxeo 2 de los integrantes de la directiva de la asociación 
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ABAY C2 y C8 quienes me golpean con intenciones letales con un golpe certero a la nuca 
instantes después suben los que me rodean para supuestamente protegerme… 3.- Video 
2: Los elementos de la SSP me detienen de manera arbitraria trasladándome a un predio 
baldío antes de salir hacia los separos, desaparecieron mi cartera con mi documentación 
y me ingresaron a los separos sin realizarme la valoración ni los análisis médicos previos 
al ingreso a las celdas… 4 Video 3: Carlos Xavier Sáenz Castillo abandera a la selección 
Yucateca de Boxeo y en el discurso Oficial mantiene a C2 a su lado izquierdo incluso 
sabiendo que me había agredido semanas atrás, me acerco a Carlos Sáenz pidiéndole 
atención a la solicitud de información ingresada con número de folio 236 y fecha en 21 de 
febrero del 2022. Este acto manifiesta ante la sociedad que las autoridades del estado 
ampara a quienes me golpean y me reprimen… 5.- Imagen 1: Promueven un evento 
avalado por la asociación ABAY en el Gimnasio semilla Nueva Umán Itzincab el 20 
noviembre del 2022… 7.- Imagen 3: Imagen del evento final del torneo de boxeo amateur 
“Henequenes” en la cual aparecen de manera oficial los servidores públicos del IDEY 
Carlos Espadas Espinosa (coordinador boxeo) y Jorge Esteban Abud (Director de 
vinculación deportivas) junto con la administración de la asociación ABAY… 8.- Imagen 
4: Reunión organizada en el gimnasio “Platanito Arjona” por el administrador de la 
asociación del ABAY C2 en el mes de diciembre…”.(Sic). 

 
17.-  Acuerdo de fecha veinticuatro de enero del año dos mil veintitrés, mediante el cual se 

determinó llevar a cabo una audiencia de conciliación con el ciudadano QA1 y la autoridad 
señalada como presuntamente responsable, lo cual les fue debidamente notificado a las 
partes mediante oficios V.G. 266/2022 y V.G. 267/2022, respectivamente. 

 
18.-  Escrito de fecha tres de febrero del año dos mil veintitrés, mediante el cual el C. QA1, 

manifestó esencialmente lo siguiente: “…Por medio de la presente y dándole seguimiento 
al número de queja 214/2022 les entrego una prueba más. En septiembre del 2017 
ingrese un oficio en el cual yo representaba a un grupo de entrenadores inconformes con 
la mala administración deportiva y solicitamos el apoyo al IDEY a lo cual los funcionarios 
en ese momento dispersaron en un par de reuniones con la gente que estaba conmigo 
provocando daños a la integridad moral y una persecución política que hasta el día de hoy 
ha violado varios de mis derechos humanos…”. 

 
19.-  Acta circunstanciada de fecha siete de febrero del año dos mil veintitrés, en la que se 

hizo constar haberse llevado a cabo una reunión entre las partes en el presente 
expediente, observándose lo siguiente: “…fuimos atendidos por el Licenciado Francisco 
Ayala Ibarra del Jurídico del IDEY y la Licenciada Nidia Cecilia Pacheco Cruz, 
Coordinadora de Deporte Federado, a quienes se le informó el motivo de la presente 
diligencia de conciliación, respondiendo el Licenciado Ayala que ellos han dado 
contestación en tiempo y forma a todas las solicitudes del C. QA1, a lo cual preguntó el 
C. QA1 que cual era la legalidad de su sanción que se había emitido en su contra y que 
tenía muchas dudas sobre el procedimiento que se seguía y que las respuestas que se le 
había dado, ya que no eran precisas, y que únicamente se le referían a los estatutos del 
Instituto del Deporte y que esa información no era certera para poder darle contestación 
a su problema, incluso se le había dicho que la asociación que daba solución a su 
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problema estaba acéfala, indicando que no se le está brindando información precisa para 
que él pueda resolver su problema y que nunca se le atendió de forma correcta ya que no 
le brindaron la asesoría que solicitaba y que como pueden promover una sanción si el no 
existe en el sistema ni está afiliado y por lo cual pudo ser sancionado, contestando el Lic. 
Francisco Ayala que las cuestiones de la asociación lo regulado por el Deporte Federado 
y que efectivamente hubo una sanción en contra del boxeador QA1 debido a una falta que 
cometió en el año 2020 en Chiapas, y que por esa razón es que se llevó a cabo una 
reunión en la cual estuvo presente el boxeador QA1 y se habló del altercado ocurrido en 
Chiapas y en ese momento se explicó el motivo de su sanción administrativa, al cual el C. 
QA1 estaba inconforme con que dicha sanción por lo cual abandonó dicha reunión, pero 
esta ya estaba emitida y derivado de esto el señor QA1 comenzó a mandar oficios para 
preguntar qué estaba ocurriendo y se le informó sobre dicha sanción definitiva, agregando 
la Lic. Nidia que esta sanción no depende del IDEY, depende de la asociación, pero que 
en este momento la asociación se encuentra acéfalo por cuestiones de una 
reorganización que no se ha llevado, pero que el funcionamiento no le corresponde a ellos 
como instituto, si no a la asociación, por otra parte el Licenciado Francisco ofrece que se 
podría agendar otra cita para una reunión en la cual intervendría a un representante de la 
asociación, que pudiera tener intervención y que pudiera escuchar los planteamientos en 
busca de una posible solución al presente asunto. Agregando el Lic. Francisco que la 
información que se le entrego al C. QA1 es la que consta en los archivos físicos y digitales 
del Instituto del Deporte…”. (Sic). 

 
20.-  Acta circunstanciada de fecha trece de febrero del año dos mil veintitrés, de la que de 

su contenido se observa lo siguiente: “…hacemos constar que en relación con el 
expediente de queja CODHEY 214/2022, el día diez de los corrientes, se recibió la 
llamada telefónica del Licenciado Francisco Ayala Ibarra del Jurídico del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán, quien informó que con el fin de darle seguimiento a las 
diligencias conciliatorias entre las partes, han programado una diligencia a efectuarse en 
las instalaciones del IDEY, el día miércoles quince de los corrientes a las 14:30 catorce 
horas con treinta minutos, por lo que a través de este medio se nos invita a asistir a la 
misma, así como para que giremos invitación al agraviado ciudadano QA1, por lo que le 
indiqué que en la fecha y hora programada estaremos puntuales para participar en dicha 
diligencia, del mismo modo se le informó que le avisaríamos al referido agraviado para 
que asista a dicha diligencia, en el mismo tenor, que se contará con la presencia del 
encargado de la Asociación de Boxeo en el Estado, para que se hagan los planteamientos 
correspondientes con el afán de llegar a un acuerdo conciliatorio, indicándole darnos por 
enterados… En concordancia con lo anterior, el día de hoy trece de los corrientes se 
entabló comunicación con el citado QA1, quien manifestó darse por enterado de la 
realización de la diligencia en el IDEY y que en la fecha y hora señalada estará puntual 
para participar en la misma, seguidamente nos comunicamos al Departamento Jurídico 
de dicho Instituto informando que se ha notificado al señor QA1, quien se dio por notificado 
y acudirá puntual a la cita programada para la realización de la diligencia…”. 

 
21.-  Acta circunstanciada de fecha quince de febrero del año dos mil veintitrés, en la que 

se hizo constar haberse llevado a cabo una reunión entre las partes en el presente 
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expediente y Representantes de la Asociación de Boxeo Aficionado del Estado de 
Yucatán, observándose lo siguiente: “…a quienes se les informó el motivo de la presente 
diligencia,  dando inicio con la misma, el ciudadano QA1, manifestó que él fue sancionado 
por la asociación pero que quisiera que se compruebe su afiliación y registro, pero que en 
concreto solicita que se le levante la sanción que le fue interpuesta ya que no es legal, ya 
que le gustaría existir legalmente en el registro como una persona que pertenece al 
deporte, respondiendo el Técnico C9 que no es factible que retiren la sanción, a lo cual 
QA1 pregunta si se encuentra afiliado o no, respondiendo el Técnico que ellos son un 
organismo autónomo y no pertenecen al IDEY y ellos se encuentran realizando un 
documento donde indican que QA1 no es una persona apta para pertenecer a la 
asociación, debido a una falta que cometió en  un evento deportivo que se realizó en 
Chiapas el cual ameritó la sanción, y que para retirar dicha sanción se tiene que someter 
a votación y por lo pronto su voto no va a contar, así como también pidió al Licenciado 
Francisco Ayala del IDEY que se respete su autonomía como organización, preguntándole 
el Licenciado Francisco Ayala que si cuentan con una dirección establecida actualmente, 
ya que entre una de las preguntas del C. QA1 se encontraba esta, contestándole el 
Técnico C9 que el ciudadano QA1 sabe dónde encontrarlos, ya que en este momento no 
tienen una dirección establecida, agregando el Licenciado C5 que en este momento se 
encuentran en una Reorganización y que la Federación es quien le da fecha para dicha 
acción. Ante lo manifestado no se pudo llegar a ningún acuerdo conciliatorio entre las 
partes…”. 

 
22.-  Escrito de fecha trece de marzo del año dos mil veintitrés, suscrito por el ciudadano 

QA1, del que se observa lo siguiente: “…En seguimiento al expediente abierto de mi caso 
del cual soy el agraviado tengo a bien exponer 3 asuntos importantes que se suscitaron 
en la reunión de conciliación que se llevó a cabo en el IDEY el 15 de febrero del 2023… 
En 1ra.- Me gustaría saber por qué el señor C9, C6 y C5 se presentan como titulares en 
función si cada vez que se a hecho una diligencia me comentan que no hay quien atienda 
mi petición de información porque la asociación de boxeo amateur del estado de Yucatán 
esta acéfala, entonces, ¿existen o no existen representantes de la asociación con los 
cuales pueda solventar mi asunto de manera jurídica?... En 2da.- Me queda la duda si 
dicha asociación de boxeo es la única reconocida por el estado, ya que de ser así a mí no 
me han resuelto si estoy, fui o podría estar por mi derecho a asociarme sobre todo porque 
soy un entrenador exboxeador profesional y para los eventos nacionales se me solicita 
pertenecer a la asociación de mi estado en caso que no se me permita pertenecer que se 
me instruya como hacer mi asociación porque se está violando mi derecho a pertenecer 
a dicha asociación y se me ha lesionado tanto física como moralmente en mi persona y 
en mis derechos como boxeador. Ahora en caso de que se me acepte pertenecer a la 
asociación quiero que se tomen cartas jurídicas sobre los nombramientos ya que en vista 
de haber sufrido violencia, daños, perjuicios y hasta golpes y patadas por parte de C9 es 
obvio que siempre serán violentados mis derechos por lo cual ya sea ante esta institución 
o si es necesario llegar ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos lo hare porque 
estoy siendo perjudicado como deportista y en mis derechos humanos ya estoy cansado 
de que no se me resuelva. Pido que se analice la notoriedad de como estoy quedando 
indefenso y el árbitro de una asociación que no está cumpliendo con los fines para los 
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que fue creada y muy en lo contrario me está perjudicando y negando mis derechos 
humanos deportivos… En 3ra.- Pido que se me ponga a la vista mi expediente armado 
tanto para la asociación como el IDEY ya que se habla de lo que paso en Chiapas pero 
quiero leer los registros de lo ocurrido, la situación exacta y los documentos sobre lo 
ocurrido de base para los procedimientos y sanciones impuestas hacia mi persona ya que 
estoy sufriendo por la arbitrariedad del expediente y las supuestas sanciones que me 
fueron impuestas que son totalmente “Graves”…”. (Sic). 

 
23.-  Acuerdo de fecha veinticuatro de mayo del año dos mil veintitrés, mediante el cual se 

determinó solicitar al Director General del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, un 
informe adicional, para que remita diversa información, mismo que le fue notificado en 
fecha uno de junio de dos mil veintitrés, mediante el oficio número V.G. 1684/2023. 

 
24.-  Oficio número DJ/0183/23, de fecha cinco de junio del año dos mil veintitrés, 

mediante el cual el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán, rinde un informe ante este organismo protector de los derechos 
humanos, el cual esencialmente señalaba: “…1.- Respecto al informe solicitado por su H. 
Comisión, referido en el oficio de queja al rubro mencionado, le informó que el C. QA1, 
ha sido respondido en cuanto a las solicitudes que ha planteado a este instituto, al igual 
que han sido remitidos los informes que su H. Comisión ha requerido de este instituto, 
por lo que se anexa al presente escrito veinticuatro (24) fojas, de copias certificadas de 
los documentos emitidos como respuesta hasta el momento al C. QA1. 2.- En cuanto al 
inciso b) y c) del INFORME solicitado, me permito anexar, el Original del Oficio 
DAR/0317/2023M… constante de una (01) foja útil por su lado anverso…”. 

 
A dicho oficio se le anexaron los documentos siguientes: 
 
a).- Oficio número DAR/0317/2023 de fecha dos de junio del año dos mil veintitrés, 

suscrito por el Director de Alto Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, que en lo conducente señala lo siguiente: “…1.- No está excluido para 
registrarse y participar, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos y 
se verifiquen con la Federación Mexicana de Boxeo, que no tenga impedimento 
alguno. 2.- Toda vez que cumpla con los requisitos establecidos en los eventos del 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, y se verifique en caso de que sea un 
evento en el que participe la Federación Mexicana de Boxeo, y ésta lo apruebe, no 
habría problema para su participación…”. 

 
b).- Oficio de fecha veinticuatro de noviembre del año dos mil veinte, del que se 

observa lo siguiente: “…Por medio de este documento le informamos que el 
entrenador QA1 conocido como “(...)”, tendrá una suspensión de 4 años a partir del 
mes de marzo en año en curso y terminando hasta marzo del 2024. Esta sanción o 
suspensión se debe a las diversas situaciones que el entrenador ya mencionado ha 
ocasionado a hacia la Asociación, entrenadores y al equipo representativo del 
estado de Yucatán en la pasada fase regional 2020 en Palenque Chiapas… Cabe 
mencionar que esta asociación tiene el derecho de suspender al entrenador de 
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acuerdo del estatuto vigente de esta Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, 
de acuerdo al Capítulo XV de las sanciones, Artículos 112, 113, 114, 117, 120, 121, 
122, 123, 124, 125, 130, 131 y 132., En cumplimiento del estatuto ya se había 
notificado al entrenador QA1 en una reunión que se llevó a cabo en Gimnasio de C7. 
Y citando al representante C3, quien es el titular del Gimnasio (…) donde (...) ejerce 
la función de entrenador en la cual se negó a firmar su notificación y después se tuvo 
una segunda reunión en la sal de juntas de IDEY la cual fue convocada por el Lic. 
Carlos Cardona Director Deporte Federado, en la cual de igual manera se negó a 
firmar los acuerdos tomados en esa reunión… También hacemos mención que 
durante la suspensión de 4 años del entrenador QA1 “(...)”, no podrá estar en área 
técnica de competencias, no podrá estar en la esquina apoyando a ningún atleta 
durante su combate, no podrá participar en ninguna reunión de asociación (ni como 
representante, ni como acompañante), no hacer ningún registro de atletas ni de 
ningún club, no podrá solicitar ningún documento a esta asociación y no podrá 
participar a ninguna actividad como: capacitación, curso, asambleas, etc., que 
convoque esta Asociación y no podrá con ninguna otra asociación que este afiliada 
a la Federación Mexicana de Boxeo, ya que esta sanción ya fue notificada a la 
FEEBOX, a hacemos la aclaración que el Gimnasio (...), en cual el titular C3, no 
tendrá ningún inconveniente de participación en todas las actividades que convoque 
la asociación… Para poder ser considerada su reincorporación al término del tiempo 
establecido QA1 tendrá que mostrar disciplina, respeto a hacia la Asociación y a 
todos Clubes que pertenecen a esta Asociación. Al no cumplirse los acuerdo 
establecidos será considerada su reincorporación a la Comisión de Honor de esta 
Asociación…”. (Sic). 

 
c).- Minuta de fecha diecisiete de julio del año dos mil veinte, en donde se hizo constar 

la reunión del C. C6, Presidente de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán 
A.C., Lic. C.A.C.M., Jefe del Departamento de Deporte Federado, C. C5, Secretario 
de la Asociación de Boxeo, C. C7, Tesorero de la Asociación de Boxeo, C. C9, 
Asesor Técnico de la Asociación por parte de la Federación, C. QA1 y el Lic. J.F.A.I., 
Coordinador de la Dirección Jurídica, en donde se hizo constar lo siguiente: 
“…HECHOS. ASUNTO A TRATAR: EXPULSIÓN DEFINITIVA DEL C. QA1 DE LA 

ASOCIACIÓN DE BOXEO DEL ESTADO DE YUCATÁN. PRIMERO.- En uso de la 
palabra el C. QA1, Promotor de Boxeo, solicita a los miembros de la Asociación de 
Boxeo del Estado de Yucatán, se le informe cuales son los motivos de la sanción 
emitida por parte de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán emitida y 
manifiesta que no ha sido notificado personalmente acerca de dicha sanción. 
SEGUNDO.- En uso de la palabra, el C. C6, Presidente de la Asociación de Boxeo 
del Estado de Yucatán, relata que respecto a la petición existe un reglamento 
deportivo acerca de las normas deportivas en las cuales se le hace saber a los 
miembros las normas que rigen y derivado de la violación del Artículo 15 del estatuto 
de que rige la Asociación de Boxeo es que se decidió emitir la suspensión mediante 
de fecha 9 de marzo de 2020 del año en curso, también comenta que se le notifico 
en su momento el documento al C. QA1, el cual se negó a firmarlo. TERCERO.- 
Continuando con el uso de la palabra el Lic. C.A.C.M., Jefe del Departamento de 
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Deporte Federado le concientiza al C. QA1, que acate los lineamientos emitidos por 
la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, y que en cuanto a la notificación se 
le ratifica por los mismos miembros de la Asociación presentes en esta reunión y de 
tener alguna inconformidad deberá dirigirse directamente a la Asociación de Boxeo 
del Estado de Yucatán. ACUERDOS O PROPUESTAS DE LA MINUTA: Por último, 
los miembros de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, ratifican la 
suspensión emitida al C. QA1, a lo cual el agraviado comenta que no existe una 
Comisión de Honor y Justicia, por lo cual no está de acuerdo en acatar la sanción 
emitida, a lo que pregunta si se está atendiendo el Artículo 15. Al no existir más 
puntos que tratar, se concluye la presente Constancia, a las quince horas del mismo 
día de su inicio, firmando los que en ella intervienen para debida constancia al 
margen y al calce.”. 

 
25.-  Acuerdo de fecha tres de julio del año dos mil veintitrés, mediante el cual se determinó 

solicitar al Director General del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, un informe 
adicional, para que remita diversa información relacionada con el expediente que nos 
atañe, mismo que le fue notificado en la propia fecha mediante el oficio número V.G. 
2197/2023. 

 
26.-  Oficio número IDEY/DJ/200/23, de fecha cuatro de julio del año dos mil veintitrés 

suscrito por el Director de Alto Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, que en lo conducente señala lo siguiente:”…Por lo antes mencionado y en mi 
carácter de representante legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, tal como 
se establece en el Artículo 58 bis fracción I del acuerdo IDEY/01/2019 por el que se 
modifica el Estatuto Orgánico del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, publicado 
en el Diario Oficial del Estado el diecisiete de mayo del año dos mil veintinueve. 
Comparezco por esta vía a presentar el siguiente INFORME ADICIONAL, conforme a lo 
que en derecho corresponda a mi representado en los autos del expediente CODHEY 
214/2022 y relativo al oficio número 2197/2023, por presuntos hechos manifestados en 
donde se involucra a mi representada y, motivo por el cual con fundamento en los 
artículos 2, 57, 73 y demás relativos y aplicables de la Ley de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Yucatán, manifiesto lo siguiente: 1.-Respecto al informe 
solicitado por su H. Comisión, referido en el oficio de queja al rubro mencionado, inciso 
a) El documento mediante el cual se hagan constar, se especifiquen y/o individualicen, 
las acciones llevadas a cabo por el C. QA1, en el mes de marzo del año dos mil veinte, 
durante su participación en el “Selectivo Regional de Boxeo 2020”, el cual se realizó en 
la ciudad de Palenque, Chiapas, y del cual devino la sanción que le fuera impuesta por 
la Asociación del Boxeo del Estado de Yucatán, A.C., le informo que no existe algún 
documento realizado, o en poder de este Instituto, en relación a lo sucedido en el 
“Selectivo Regional de Boxeo 2020”, ya que el Comité Organizador del evento lo fue 
directamente la Comisión Nacional del Deporte (CONADE), en coordinación con el 
Instituto del Deporte del Estado de Chiapas, por lo cual este instituto solo acudió como 
delegación participante, al igual que la Asociación del Boxeo del Estado de Yucatán, A.C. 
como órgano rector de esa disciplina en el Estado de Yucatán. Lo que es cierto, es que 
por testigos oculares y presenciales de la delegación de este Instituto, es que se nos 
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informó de manera verbal, que el C. QA1, había realizado hechos que ponían en riesgo 
la integridad física de las personas presentes en el evento, ya que primero intento subirse 
al ring, durante la realización de las competencias de boxeo, sin estar acreditado, y 
después de la misma forma quería subirse a la fuerza al autobús del Instituto del Deporte 
del Estado de Yucatán, teniendo un altercado con el personal acreditado de este Instituto, 
ya que tampoco podía subirse al autobús, porque el C. QA1, NO ESTABA ACREDITADO 
como integrante de la Delegación de Yucatán. 2.- En relación al inciso b) que a la letra 
dice: El oficio mediante el cual se hizo del conocimiento de la Comisión de Apelación y 
Arbitraje del Estado de Yucatán, de la informidad y desacuerdo del QA1, en cuanto a la 
sanción que le fuera impuesta por la Asociación Boxeo del Estado de Yucatán, A.C., este 
Instituto le informa que si bien es cierto que la Ley de Cultura Física del Deporte del 
Estado de Yucatán, en su capítulo XI, artículos 48, 48 bis, 49 y 49 bis, contempla dicha 
Comisión, lo cierto es que en la actualidad aún no se encuentra integrada, ya que 
corresponde al Poder Legislativo el nombrar a sus integrantes, lo cual hasta la presente 
fecha no ocurre; por lo tanto los oficios enviados por el C. QA1, fueron recibidos y 
atendidos directamente por este Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. 3.-De las 
recomendaciones o acciones realizadas por este Instituto de la Problemática suscitada 
entre C. QA1 y la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán A.C., nos adherimos al 
número 1, con numero Oficio IDEY/DJ/0183/23 de fecha cinco de junio del dos mil 
veintitrés y recibido por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en 
fecha seis de junio del año en curso, y en el cual se anexan copias simples certificadas, 
constante de veinticuatro fojas (24) útiles por su lado anverso…”. (Sic). 

 
27.-  Escrito sin fecha, recibido en este organismo el cinco de julio del año dos mil veintitrés, 

suscrito por el C. QA1, a través del cual indica lo siguiente:…”Por medio de la presente y 
de la manera más atenta solicito que se tome en cuenta que lo único que quiero es que 
se proteja mi derecho a la legalidad en este caso en el deporte estatal conforme a las 
leyes y la normativa de mi deporte pues al omitir sus responsabilidades el Instituto del 
Deporte se siguen provocando la violación de muchos derechos más, no quiero seguir 
siendo discriminado en mi sociedad deportiva…”. 

 
28.-  Acta circunstanciada de fecha once de julio del año dos mil veintitrés, por medio de la 

cual se hace constar la comparecencia del C. QA1, manifestando lo 
siguiente:…“Comparezco con la finalidad de manifestar que estoy en toda la disposición 
de llevar a cabo una reunión con representantes del IDEY, lo anterior con la finalidad de 
poder llegar a un acuerdo con dicha autoridad, en relación a los hechos que me causan 
agravio y que se encuentran plasmados en el contenido del expediente CODHEY 
214/2022…”. 

 
29.-  Acta circunstanciada de fecha veinticinco de julio del año dos mil veintitrés, levantada 

por personal de este organismo protector de los derechos humanos, en donde hicieron 
constar la actuación siguiente: “…que comparece el ciudadano QA1 quien es agraviado 
en el expediente CODHEY 214/2022 y la Licenciada Sinthia del Carmen Alvarado 
Canché, de la Dirección Jurídica del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, con la 
finalidad de llevar a cabo una audiencia de conciliación, lo anterior en las instalaciones 
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del Instituto mencionado, siendo el caso que el agraviado hace uso de la palabra y le 
manifiesta al representante de la autoridad que, los hechos que le causan agravio son en 
primero punto: la sanción que le impuso la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán 
y que no fue regulada o supervisada por el IDEY, a pesar de la expresa inconformidad 
del agraviado, en segundo punto: que no le queda claro cómo la “Asociación” puede llevar 
a cabo sus actividades sin estar legalmente constituida, en tercer punto: la falta de 
legalidad jurídica que sufre el agraviado por parte del “Instituto”, así como la falta de 
certeza jurídica, y en último punto: La falta de la Comisión de Apelación y Arbitraje del 
Estado de Yucatán, toda vez que es el organismo en donde puede hacer valer sus 
derechos, a su consideración una vez manifestadas sus inconformidades y/o agravios la 
Licenciada Sinthia Alvarado refiere lo siguiente: “…el Instituto, por mi conducto, se 
compromete a solicitar toda la información relacionada a los procedimientos que llevó a 
cabo la “Asociación” en cuanto a la sanción que le fue explicada así como la organización 
de la propia “A.C.”, y de lo recabado “Instituto” emitirá sus opiniones y recomendaciones 
que conforme a derecho le correspondan, por último en cuanto a la solicitud de la 
conformación de la Comisión de Arbitraje, se llevarán a cabo las gestiones 
correspondientes, ante la autoridad competente.”. Acto seguido el ciudadano QA1, refiere 
aceptar los ofrecimientos de la autoridad y se dará por conforme y conciliado cuando la 
autoridad acredite haber cumplido cabalmente con los ofrecimientos; por último la 
representante de la Autoridad refiere se hará lo posible por cumplir con todo lo acordado 
a la brevedad posible. Siendo todo en cuanto se tiene a bien manifestar se da por 
finalizada la presente diligencia…Doy FE.”. 

 
30.-  Oficio número IDEY/DJ/0229/23, de fecha dieciocho de agosto del año dos mil 

veintitrés, recibido en este organismo el veintiuno del mismo mes y año, suscrito por el 
Director Jurídico y representante legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, 
que en lo conducente señala lo siguiente: …”Por lo antes mencionado y en mi carácter 
de representante legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, tal como se 
establece en el Artículo 58 bis fracción I del acuerdo IDEY/01/2019 por el que se modifica 
el Estatuto Orgánico del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, publicado en el 
Diario Oficial del Estado el diecisiete de mayo del año dos mil veintinueve. Comparezco 
por esta vía a presentar el INFORME solicitado mediante oficio número: V.G. 2851/2023, 
recibido el 16 de agosto del año 2023, en relación al CUMPLIMIENTO conforme a lo que 
en derecho corresponda a mi representado en los autos del Expediente CODHEY 
214/2022 derivado del Acuerdo suscrito en fecha de veinticinco del mes de julio del año 
dos mil veintitrés, relativo a la queja interpuesta por el C. QA1, por supuestos hechos 
manifestados en donde se involucra a mi representado y, motivo por el cual con 
fundamento en los artículos 2, 57, 73 y demás relativos y aplicables de la Ley de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, manifiesto lo siguiente: DEL 
UNO AL TRES. Como Garantía de satisfacción y Derecho de la Legalidad y Seguridad 
Jurídica, se solicitó a la unidad administrativa que pudiera tener la información que solicitó 
en repetidas ocasiones el ciudadano QA1, siendo ésta, el Departamento de Deporte 
Federado de la Dirección de Alto Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, a fin de hacer una revisión exhaustiva de los archivos que obren en su 
departamento y de hacer las gestiones con la instancia correspondiente, en este caso 
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con la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán. CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO 
UNO AL TRES: En fecha de 25 de julio del año 2023 y mediante oficio No. 
IDEY/DJ/0213/23, se solicitó información de la Asociación de Boxeo en el Estado de 
Yucatán al Departamento del Deporte Federado de la Dirección de Alto Rendimiento del 
Instituto. El departamento en comento, realizó las gestiones correspondientes a fin de 
poder cumplir con lo solicitado. Mediante oficio IDEY/DAR/DDF/044/07/2023 de fecha 11 
de agosto del año 2023, la unidad administrativa, emite la contestación a la solicitud, 
integrando toda la documentación que obra en sus archivos y el cual se exhibe y anexa 
como parte integrante de este oficio, siendo ésta la siguiente: -Acuse del oficio 
IDEY/DJ/0213/23 de fecha 25 de julio del año 2023, enviado al Departamento de Deporte 
Federado de la Dirección de Alto Rendimiento, solicitando su intervención para que en el 
ámbito de las atribuciones que le corresponda, se pueda dar el cumplimiento al Acuerdo 
derivado del expediente CODHEY 214/2022, el cual se envía como anexo y parte 
integrante de este oficio de contestación de cumplimiento. –Oficio 
IDEY/DAR/DDF/044/07/2023 de fecha 11 de agosto del año 2023, donde el 
Departamento de Deporte Federado de la Dirección de Alto Rendimiento, emite la 
contestación a la solicitud hecha por la Dirección Jurídica del IDEY, mediante oficio 
IDEY/DJ/0213/23 de fecha 25 de julio del año 2023. –Respaldo de cada punto indicado 
en el oficio  IDEY/DAR/DDF/044/07/2023 de fecha 11 de agosto del año 2023. 
CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO CUATRO. En fecha de 17 de agosto del año 2023, se 
envió a la Dirección General del Instituto, mediante oficio No. IDEY/DJ/0227BIS/23, la 
solicitud para que el Titular de la Entidad, pueda llevar a cabo las gestiones 
correspondientes con el C. Despacho del Gobernador, a fin de que a su vez, éste pueda 
realizar las acciones correspondientes para poder integrar la COMISIÓN DE APELACIÓN 
Y ARBITRAJE DEL DEPORTE DEL ESTADO DE YUCATÁN, toda vez que, en apego al 
Artículo 49 del Decreto 499/2017 de la Ley de Cultura Física y Deporte…”. 

 
A dicho oficio se le anexaron los documentos siguientes: 

 
a).- Oficio número IDEY/DAR/DDF/044/07/2023, de fecha once de agosto del año dos 

mil veintitrés, sin fecha de  recibido, suscrito por el jefe de departamento de deporte 
federado de la dirección de alto rendimiento, que en lo conducente señala lo 
siguiente: …“Se anexa el Oficio FMB/SG/258/2021 de fecha seis de diciembre del 
año dos mil veinte uno, signado por el Lic. C10, secretario General de la Federación 
Mexicana de Boxeo, A.C., en donde indica número telefónico y correo, dirección no 
manifiesta, toda vez que, no tienen un lugar físico por la reestructuración de la 
Asociación en referencia…”. 

 
31.-  Escrito de fecha veinticinco de agosto del año dos mil veintitrés, suscrito por el C. 

QA1, y recibido en este organismo protector de los derechos humanos en la misma fecha, 
y del cual se puede observar lo siguiente: “…Ante las constantes contradicciones del 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, y el no cumplimiento de acuerdos le pido a 
esta Comisión de Derechos Humanos continúe con el proceso pues si no existe una 
comisión de conciliación y arbitraje deportivo como se estipula en la ley de cultura física 
y deporte del Estado, se continua violando el derecho a la legalidad y vulnerando muchos 
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más de mis derechos humanos…”. 
 
32.-  Escrito de fecha veintinueve de agosto del dos mil veintitrés, recibido en este 

organismo la misma fecha, suscrito por el C. QA1, a través del cual indica lo siguiente: 
”…QA1 por mi propio derecho y en mi calidad den quejoso en el expediente que al rubro 
se cita ante Usted comparezco a exponer: Estando en tiempo y forma vengo a manifestar 
diversas peticiones derivado de la información que me fue notificado el día jueves 24 de 
agosto de 2023, en relación a lo anterior procedo a manifestar lo siguiente: En virtud de 
lo manifestado por la FEDERACIÓN MEXICANA DEL BOXEO A.C Solicito de esta H. 
Institución que se gire atento oficio a: 1. A la COMISIÓN NACIONAL DE CULTURA 
FÍSICA Y DEPORTE, para que informe si entre sus archivos se encuentra registrada LA 
ASOCIACIÓN DE BOXEO DEL ESTADO DE YUCATÁN A.C. así como también la 
FEDERACIÓN MEXICANA DEL BOXEO A.C. 2. Se gire oficio al ARCHIVO GENERAL 
DE NOTARIAS para que informe si entre sus archivos se encuentran el registro del acta 
constitutiva de la ASOCIACIÓN DE BOXEO DEL ESTADO DE YUCATÁN A.C. 3. Se gire 
oficio al DIRECTOR DEL INSEJUPY para que informe si entre sus archivos se 
encuentran el registro del acta constitutiva de la ASOCIACIÓN DE BOXEO DEL ESTADO 
DE YUCATÁN A.C. 4. FEDERACIÓN MEXICANA DEL BOXEO A.C para que informe el 
periodo de tiempo concedido a la Comisión Reorganizadora de LA ASOCIACIÓN DE 
BOXEO DEL ESTADO DE YUCATÁN A.C. para cumplir con  su trabajo encomendado, 
toda vez que desde el mes de diciembre del año 2021, informó la FEDERACIÓN 
MEXICANA DEL BOXEO A.C que se había creado la Comisión Reorganizadora de LA 
ASOCIACIÓN DE BOXEO DEL ESTADO DE YUCATÁN A.C sin que exista alguna 
constancia de que la COMISIÓN REORGANIZADORA haya cumplido con su 
encomienda. 5. Así mismo para que informe las facultades que tiene la citada Comisión 
Reorganizadora. No puede pasar desapercibido para el suscrito que la FEDERACIÓN 
MEXICANA DEL BOXEO A.C. es una agrupación privada, por lo cual puede negarse a 
responder a esta H. Institución de Derechos Humanos Estatal, pero la información 
solicitada por el suscrito puede obtenerse a través del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán. Por lo antes expuesto a esta H. Institución de Derechos Humanos Estatal 
atentamente solicito: PRIMERO: Que me tenga por presentado este escrito con el cual 
cumplo con la vista que se mandó hacer mediante notificación del día jueves 24 de agosto 
de 2023. SEGUNDO: Se sirvan en girar los oficios que se mencionan en el cuerpo de 
este escrito, toda vez que la información que se recabe de las respuestas que deban 
hacer las autoridades y la agrupación particular, es transcendental para la defensa de 
mis derechos humanos…”. 

 
33.-  Oficio número IDEY/DJ/0236/23, de fecha treinta de agosto del año dos mil veintitrés, 

recibido en este organismo el mismo día, suscrito por el Director Jurídico y Representante 
Legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, que en lo conducente señala lo 
siguiente:”… Por lo antes mencionado y en mi carácter de representante legal del Instituto 
del Deporte del Estado de Yucatán, tal como establece en el Artículo 58 bis fracción I del 
acuerdo IDEY/01/2019 por el que se modifica el Estatuto Orgánico del Instituto del 
Deporte el Estado del Estado de  Yucatán, publicado en el Diario Oficial del Estado el 
diecisiete de mayo del año dos mil veintinueve. Comparezco por esta vía a presentar 
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INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA, derivado del INFORME solicitado mediante oficio 
número: V.G. 2851/2023, recibido el 16 Agosto del año 2023, en relación al 
CUMPLIMIENTO conforme a lo que derecho corresponda a mi representado en los autos 
del Expediente CODHEY 214/2022 derivado del Acuerdo suscrito en fecha de veinticinco 
del mes de julio del año dos mil veintitrés, relativo a la queja interpuesta por el C. QA1, 
por presuntos hechos manifestados en donde se involucra a mi representado y, motivo 
por el cual con fundamento en los artículos 2, 57, 73 y demás relativos y aplicables de la 
Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, manifiesto lo siguiente: 
CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO CUATRO: En fecha de 17 de agosto del año 2023, se 
envió a la Dirección General del Instituto, mediante oficio No. IDEY/DJ/0227BIS/23, la 
solicitud para que el Titular de la Entidad, pueda llevar a cabo las gestiones 
correspondientes con el C. Despacho del Gobernador, a fin de que a su vez, éste pueda 
realizar las acciones correspondientes para poder integrar la COMISIÓN DE APELACIÓN 
Y ARBITRAJE DEL DEPORTE DEL ESTADO DE YUCATÁN, toda vez que, en apego al 
Artículo 49 del Decreto 499/2017 de la Ley de Cultura Física y Deporte, establece lo 
siguiente: Artículo 49. La comisión de arbitraje estará integrada por un presidente y cuatro 
miembros, designados por el GOBERNADOR, quienes deberán contar con título de 
licenciado en derecho, amplio conocimiento del ámbito deportivo y reconocido prestigio y 
calidad moral. Ninguno de los integrantes de la comisión de arbitraje podrá tener cargo 
alguno dentro de cualquier autoridad, asociación, sociedad o cualquier otro órgano 
deportivo, a efecto de asegurar su total autonomía en la resolución de los recursos que 
conozca. El presidente designará, de entre los integrantes de la comisión de arbitraje, al 
secretario técnico, quien participará  en las sesiones, únicamente con derecho a voz. En 
atención a lo solicitado, el Titular de la Entidad, Lic. Carlos Xavier Sáenz Castillo, 
suscribió el oficio No. IDEY/DG/357/23 de fecha 23 de agosto del año 2023, dirigido al 
C.P. Édgar Martín Ramírez Pech, Jefe del Despacho del Gobernador, a fin de poder 
realizar la gestión con el Ejecutivo, Lic. Mauricio Vila Dosal, para que pueda nombrar, 
dentro de la esfera de sus atribuciones, a las personas que conformaran la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán.  (VER ANEXO 1). Por lo antes 
mencionado, me permito enviar la información que hace referencia el anexo del 
ACUERDO 4, constantes de 1 foja útil  debidamente identificables y que son copias fieles 
y exactas de  la original que obra en los archivos del Instituto, certificadas por el 
representante legal de este Instituto. Por lo antes expuesto y fundado, atentamente 
solicito a este H. Comisión lo siguiente: 1. Tenerme por presentado con las constancias 
entregadas mediante oficio No. IDEY/DJ/0229/23 de fecha 18 de agosto del año 2023 y 
asunto, entrega de constancias que dan cumplimiento al Acuerdo derivado del 
Expediente CODHEY 214/2022. Asimismo, con este oficio, siendo éste el complemento 
de la información 2.-Acceder a lo solicitado, por estar apegado en Derecho; Y 3.-Solicitar 
el cierre del expediente por haberse cumplido los acuerdos de conciliación. Artículo 116 
fracción V del Reglamento Interno de la CODHEY…”. 

 
34.-  Escrito con fecha de doce de septiembre del año dos mil veintitrés, recibido en este 

organismo en la misma fecha, suscrito por el C. QA1, a través del cual indica lo siguiente: 
…”Por medio de la presente me dirijo a usted para darle seguimiento a la carpeta y 
proveerles de documentos que contradicen una vez más al instituto del deporte IDEY. 
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Ante un claro uso de autoridad el instituto del deporte IDEY continua dañando mi 
integridad moral informando de manera deshonesta todo el tiempo, para poder 
comprobarlo anexo copia de la factura que indica que el IDEY provee del recurso público 
a la asociación y participan de manera constante en coordinación. Hoy ante la claridad 
en la falta de fundamentos le pido a esta comisión tome acciones claras pues muchos de 
mis derechos humanos están siendo vulnerados...”. 

 
35.-  Escrito con fecha veinticinco de septiembre del dos mil veintitrés, recibido en este 

organismo en la misma fecha, suscrito por el C. QA1, a través del cual se indica lo 
siguiente:...”Por medio y de la manera más atenta le mando un cordial saludo y espero 
contar con su atención a esta atenta petición. Después de más de un año de gestión hoy 
quiero hacerles un atento llamado para continuar observando en especial el 
comportamiento irregular y sin facultades con las que a actuado el IDEY hacia mi persona 
ya que ya no puedo ser acreedor de una sanción pues nunca e existido en ninguno de 
los sistemas deportivos que validan mi existencia y así poder ser sancionado. La 
intervención ilegal del instituto para que en coordinación con la supuesta asociación de 
boxeo para poder sancionarme en un acto fuera de la ley y que vulnera mis derechos 
humanos. Las omisiones del gobernador del estado de Yucatán sobre la comisión de 
apelación y arbitraje deportivo del estado de Yucatán que provocan la falta de legalidad 
y el mal comportamiento de las asociaciones deportivas en el estado de Yucatán y ser 
vulnerados mis derechos humanos. Ninguno de los puntos acordados en la última reunión 
en el instituto del deporte garantizan o tienen transcendencia para la protección de mis 
derechos humanos…”. 

 
36.-  Acuerdo de fecha diez de octubre del año dos mil veintitrés mediante el cual se solicita 

un informe adicional, al Director General del Instituto del Deporte en el estado de Yucatán, 
en relación a la petición que se realizó mediante el número de oficio IDEY/DG/357/23. 

 
 
37.-  Oficio número IDEY/DJ/0311/23, de fecha veintitrés de octubre del año dos mil 

veintitrés, recibido el veinticuatro del mismo mes y año, suscrito por el Director Jurídico 
y Representante Legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, que en lo 
conducente señala lo siguiente:…”Por lo antes mencionado y en mi carácter de 
representante legal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, tal como se establece 
en el Artículo 58 bis fracción I del acuerdo IDEY/01/2019 por el que se modifica el Estatuto 
Orgánico del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, publicado en el Diario Oficial 
del Estado el diecisiete de mayo del año dos mil veintinueve. Comparezco por esta vía a 
representar un INFORME ADICIONAL, derivado de la solicitud de oficio número: V.G. 
3708/2023, recibido el 23 de Octubre del año 2023, en relación al CUMPLIMIENTO 
conforme a lo que en derecho corresponda a mi representado en los autos del Expediente 
CODHEY 214/2022 derivado del Acuerdo suscrito en fecha de veinticinco del mes de julio 
del año dos mil veintitrés, relativo a la queja interpuesta por el C. QA1, por presuntos 
hechos manifestados en donde se involucra a mi representado y, motivo por el cual con 
fundamento en los artículos 2, 57, 73 y demás relativos y aplicables de la Ley de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, manifiesto lo siguiente: 
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INFORME ADICIONAL DEL CUMPLIMINETO DEL ACUERDO CUATRO: En fecha de 
30 de agosto del año 2023, se envió a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Yucatán (CODHEY) con atención al Lic. Silverio Azael Casares Can, una información 
complementaria de la constancia que da cumplimiento al acuerdo derivado del 
expediente CODHEY 214/2022, del punto cuatro, en donde el ese entonces, Titular de la 
Entidad, Lic. Carlos Xavier Sáenz Castillo, suscribió el oficio No. IDEY/DG/357/23 de 
fecha 23 de agosto del año 2023, dirigido al C.P. Édgar Martín Ramírez Pech, Jefe del 
Despacho del Gobernador, a fin de poder realizar la gestión con el Ejecutivo, Lic. Mauricio 
Vila Dosal, para que pueda nombrar dentro de la esfera de sus atribuciones, a las 
personas que conformarán la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte en el Estado 
de Yucatán. En este tenor, informo que, hasta la presente fecha, no se ha obtenido una 
contestación por parte del Despacho del Gobernador. Por lo antes expuesto y fundado, 
atentamente solicito a este H. Comisión lo siguiente: 1.Tenerme por presentado de lo 
solicitado en el oficio número: V.G. 3708/2023. 2. Acceder a lo solicitado, por estar 
apegado en Derecho; y 3. Solicitar el cierre del expediente por haberse cumplido los 
acuerdos de conciliación. Lo anterior fundamentado en el artículo 116 fracción V del 
Reglamento Interno de la CODHEY…”. 

 
 

DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN JURÍDICA 
 

Del análisis efectuado por este Organismo a todas y cada una de las constancias que integran 
el expediente que ahora se resuelve, se tiene que el ciudadano QA1 sufrió violaciones a sus 
derechos humanos por parte de Servidores Públicos dependientes del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán, específicamente el Derecho de Acceso a la Justicia en la 
modalidad del Derecho a un Recurso Idóneo, Efectivo y Rápido; lo anterior en razón de 
las acciones y/u omisiones en las que incurrieron los servidores públicos dependientes del 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán y que derivaron en que hasta la fecha de emisión 
de la presente resolución, aún no se haya instaurado de manera formal la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte del Estado de Yucatán. 
 
Respecto al Derecho de Acceso a la Justicia, debe decirse que es el derecho de toda 
persona a acceder a tribunales e instancias públicas para demandar el ejercicio de sus 
derechos y la satisfacción de sus pretensiones e intereses.4 
 
El Derecho a un Recurso Idóneo, Efectivo y Rápido, implica que los mecanismos o medios 
procesales destinados a garantizar los derechos humanos sean efectivos. En este sentido, la 
inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos humanos reconocidos 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos constituye su transgresión por el 
Estado parte. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que 
para que existe el recurso, no basta con que esté previsto por la Constitución o Ley, o que sea 

 
4 Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. Catálogo para la calificación de violaciones a derechos humanos. 
Segunda Edición. p. 129. 
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admisible formalmente, sino que se requiere que sea realmente idóneo para determinar si se 
ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla.5 
 
Estos derechos se encuentran contemplados en la Constitución Política del Estado de 
Yucatán, en los artículos 1 párrafos primero y segundo, artículo 2 párrafo primero, 
artículo 97 primer párrafo y 98 fracciones I, II y III que señalan lo siguiente: 

 
“Artículo 1.- Todas las personas en el Estado de Yucatán gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y en esta 
Constitución, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la 
Constitución Federal establece. 
 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
la Constitución Federal, los Tratados Internacionales de la materia y esta 
Constitución, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia…”. 
 
“Artículo 2.- Todas las autoridades y organismos autónomos del estado de 
Yucatán, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así como realizar sus 
funciones de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad, progresividad, igualdad y deberán actuar con perspectiva de género. 
En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley…”. 
 
“Artículo 97.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial del Estado, los funcionarios y empleados y, en general, 
a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso del Estado o en la Administración Pública estatal o 
municipal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta 
Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u 
omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones …”. 
 
“Artículo 98.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:  
 

 
5 Jurisprudencia 1a./J. 22/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación en el Libro 4 de marzo 
de 2014 en la página 325, de rubro:. DERECHO FUNDAMENTAL A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL HECHO DE 
QUE EN EL ORDEN JURÍDICO INTERNO SE PREVEAN REQUISITOS FORMALES O PRESUPUESTOS NECESARIOS 
PARA QUE LAS AUTORIDADES DE AMPARO ANALICEN EL FONDO DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR LAS 
PARTES, NO CONSTITUYE, EN SÍ MISMO, UNA VIOLACIÓN DE AQUÉL.  
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I.- Se impondrán mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 99 
de esta Constitución a los servidores públicos señalados en el propio precepto, 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden 
en perjuicio de los intereses públicos o de su buen despacho. No procede el juicio 
político por la mera expresión de ideas.  
 
II.- La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares, será 
perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal aplicable. 
 
III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley 
establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u 
omisiones.  
 
Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la 
Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, 
y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 
Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los 
órganos internos de control.  
 
Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades 
administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo 
previsto en el titulo sexto de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de 
las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos.  
 
La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de 
las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de 
control. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción 
no serán inferiores a siete años.  
 
Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con 
las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u 
omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para 
sancionar aquellas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Yucatán; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia 
y aplicación de recursos públicos; así como presentar las denuncias por hechos u 
omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Vicefiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción …”. 
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En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra contemplado 
en los artículos 1° párrafo tercero, 17 párrafo segundo, 108 párrafos primero, tercero y 
cuarto y 109 párrafo primero de la fracción II que prevé lo siguiente: 

 
“Artículo 1º. (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley…”. 
 
“Artículo 17.- (…) Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 
las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su 
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales…”. 
 
“Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en 
general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así 
como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 
incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. (…) 
 
Los ejecutivos de las entidades federativas, los diputados a las Legislaturas Locales, 
los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, en su caso, los 
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, los integrantes de los 
Ayuntamientos y Alcaldías, los miembros de los organismos a los que las 
Constituciones Locales les otorgue autonomía, así como los demás servidores 
públicos locales, serán responsables por violaciones a esta Constitución y a las 
leyes federales, así como por el manejo y aplicación indebidos de fondos y recursos 
federales. 
 
Las Constituciones de las entidades federativas precisarán, en los mismos términos 
del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el 
carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión 
en las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México. Dichos servidores públicos serán responsables por el manejo 
indebido de recursos públicos y la deuda pública…”. 
 
“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:  
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III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así 
como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 
daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley 
establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u 
omisiones…”. 

 
Por su parte, en la Ley General de Víctimas, en encuentra previsto en el artículo 10, el cual 
menciona lo siguiente: 

 
“Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo, 
ante las autoridades independientes, imparciales y competentes, que les garantice 
el ejercicio de su derecho a conocer la verdad, a que se realice con la debida 
diligencia una investigación inmediata y exhaustiva del delito o de las violaciones de 
derechos humanos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y de las 
violaciones de derechos, con el respeto al debido proceso, sean enjuiciados y 
sancionados; y a obtener una reparación integral por los daños sufridos. 
 
Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia de los cuales disponga el 
Estado, incluidos los procedimientos judiciales y administrativos. La legislación en 
la materia que regule su intervención en los diferentes procedimientos deberá 
facilitar su participación.”. 

 
Adicionalmente, se transgredió el artículo 7 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, fracción I, que establece:  

 
“Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y 
eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos 
principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: I. Actuar 
conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les 
atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las 
disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones.”. 

 
El artículo 7 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán, que 
señala:  

 
“Artículo 7. Para efecto de la observancia a que hace referencia la Ley General, 
los servidores públicos estarán obligados a salvaguardar en el ejercicio de su 
empleo, cargo, comisión o función los siguientes principios:  
 



 

RECOMENDACIÓN 05/2024 
 

 
www.codhey.org 

codhey@prodigy.net.mx 

I. Disciplina: Cumplir con su deber ajustándose a las políticas y normas del ente 
público del Estado, estando sujeto a las acciones de las autoridades competentes 
en caso de inobservancia de sus obligaciones;  
 
II. Economía: Ejercer los recursos presupuestales asignados asegurando las 
mejores condiciones para el Estado, conforme a los precios de mercado;  
 
III. Eficacia: Lograr los objetivos y metas programadas en el respectivo ámbito de 
su competencia.  
 
IV. Eficiencia: Ejercer sus facultades o atribuciones de manera efectiva, no sujeta 
a mayores condicionantes que las que establece la normatividad aplicable y 
absteniéndose de cualquier acción u omisión que cause la suspensión o deficiencia 
de la función que le sea encomendada o el aumento significativo de los costos 
proyectados;  
 
V. Honradez: Observar una conducta ética y abstenerse de obtener, para sí o para 
las personas a que se refiere el artículo 54 de la presente Ley, provechos indebidos 
o cualquier tipo de beneficio que no forme parte de su remuneración;  
 
VI. Imparcialidad: Mantenerse ajenos a los intereses personales, familiares, de 
trabajo, de negocios, o cualquier otro que afecten la objetividad, adoptando en sus 
actos y resoluciones criterios que privilegien el mejor derecho; 
 
VII. Integridad: Ejercer la función pública conforme a lo dispuesto en el Código de 
Ética y prevención de conflictos de intereses respectivos;  
 
VIII. Lealtad: Ejercer la función pública con el mayor empeño, absteniéndose de 
representar intereses contrarios al Estado o cualquiera de sus componentes, y 
cualquier acto u omisión que generen un daño a aquel;  
 
IX. Legalidad: Observar durante el ejercicio de su empleo, cargo o comisión las 
Constituciones Federal y del Estado, las Leyes, los reglamentos y demás 
disposiciones de observancia general, así como fundar y motivar los actos de 
autoridad que representen actos de molestia y privativos a las personas a las que 
se encuentren dirigidos;  
 
X. Objetividad: Adoptar una actitud crítica imparcial apoyado en datos y situaciones 
reales, despojada de prejuicios y apartada de intereses para concluir sobre hechos 
o conductas;  
 
XI. Profesionalismo: Ejercer de manera responsable la función pública, con la 
debida capacidad y aplicación, y cumpliendo con los requisitos aplicables al ejercicio 
del empleo, cargo o comisión respectivo;  
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XII. Rendición de cuentas: Capacidad de explicar y documentar el sentido de las 
decisiones tomadas o de cualquier acto, derivado de las competencias, facultades 
o funciones de sujetos en ejercicio de la función pública y sus resultados, y  
 
XIII. Transparencia: Ajustar su conducta al derecho que tiene la sociedad de estar 
informada sobre su actividad institucional, sin más límites que los que impongan las 
disposiciones normativas aplicables.”. 

 
En el ámbito internacional, se encuentra previsto en los artículos 8 y 10 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, mismos que disponen: 

 
“Artículo 8.- Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.”. 
 
“Artículo 10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser 
oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 
acusación contra ella en materia penal.”. 

 
Por su parte, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en su 
artículo XVIII, señala lo siguiente: 

 
“Artículo XVIII.  Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus 
derechos.  Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual 
la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 
alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.”. 

 
Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14.1, 
expresa: 

 
“Artículo 14.- 1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 
justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la 
ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra 
ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La 
prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 
consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad 
democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la 
medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias 
especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; 
pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los 
casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones 
referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores…”. 
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Finalmente, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en sus artículos 1, 2, 
8.1 y 25, disponen lo siguiente: 

 
“Artículo 1.- 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar 
los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social.  
 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”. 
 
“Artículo 2.- Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 
1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades.”. 
 
“Artículo 8.- 1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter…”. 
 
“Artículo 25.- 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida 
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.  
 
2. Los Estados Partes se comprometen: a) A garantizar que la autoridad competente 
prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona 
que interponga tal recurso; b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) 
A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso.”. 

 

 

OBSERVACIONES 
 

De conformidad con el artículo 81 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Yucatán, al ser valoradas bajo los principios de la lógica, experiencia, sana crítica 
y legalidad, todas y cada una de las evidencias que obran en el expediente CODHEY 214/2022, 
se tiene que el C. QA1 sufrió violaciones a sus Derechos Humanos por parte de Servidores 
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Públicos dependientes del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, específicamente 
el Derecho de Acceso a la Justicia en su modalidad del Derecho a un Recurso Idóneo, 
Efectivo y Rápido, como a continuación se expone: 
 
PRIMERA.- Entrando en materia, el presente expediente dio inicio el día diecinueve de 
abril del año dos mil veintidós, cuando el ciudadano QA1 compareció ante este 
organismo protector de los derechos humanos para interponer una queja contra el 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. En su declaración, expresó su frustración 
debido a la falta de respuesta por parte del Instituto a un escrito presentado el día veintiuno de 
febrero del mismo año. En dicho escrito, QA1 solicitaba formalmente su participación en 
funciones de boxeo amateur como representante de la Asociación de Boxeo de Aficionados 
del Estado de Yucatán A.C., así como su ingreso formal a dicha asociación, pues cumplía con 
todos los requisitos solicitados.  
 
Es de señalar que en el escrito del veintiuno de febrero del año dos mil veintidós, QA1 detalló 
su derecho de petición amparado por el artículo 8° constitucional, solicitando la revisión de su 
expediente jurídico para confirmar la inexistencia de cualquier sanción legal que le impidiera 
participar en las funciones de boxeo amateur o pertenecer a la mencionada asociación. 
Argumentó que no había sido sometido a ningún procedimiento legal que justificara la 
negativa reiterada por parte del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. Siendo así, 
que la falta de respuesta por parte del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán llevó al 
ciudadano QA1 a interponer una queja ante esta Comisión de Derechos Humanos, 
argumentando que su derecho de petición había sido vulnerado al no recibir una respuesta 
clara y satisfactoria a su solicitud de información y revisión de expediente. 
 
Asimismo, con el fin de probar su dicho presentó el Memorándum número DAR/0129/2022 de 
fecha veinticuatro de marzo del año dos mil veintidós, suscrito por el Director de Alto 
Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán En el memorándum, el Director 
explicó que la Asociación de Box de Aficionados del Estado de Yucatán, A.C., se 
encontraba en un proceso de reorganización, lo que impedía que hubiera una autoridad 
disponible para abordar el problema del ahora quejoso con la asociación deportiva. 
Además, mencionó que en los archivos y expedientes de la asociación existía una sanción 
contra el citado, pero debido a la situación de reorganización, no se podía abordar este asunto. 
El Director también hizo hincapié en que las asociaciones deportivas son entidades 
autónomas, capaces de tomar sus propias decisiones de acuerdo con la legislación pertinente. 
Sin embargo, aseguró que el Instituto del Deporte del Estado de Yucatán había intentado en 
varias ocasiones ayudar a resolver la situación del quejoso y se comprometió a hacerlo una 
vez que la asociación estuviera reorganizada. 
 
En tal sentido, esta Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, mediante oficio 
O.Q. 1479/2022 solicitó al Instituto del Deporte del Estado de Yucatán un informe en relación 
a los hechos manifestados por el quejoso. En respuesta a la solicitud de informe realizada por 
esta Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, el Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán (IDEY) proporcionó una respuesta a través del oficio de referencia 
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1479/2022, firmado por el Director Jurídico del IDEY. Este oficio fue recibido por este 
organismo el día seis de junio del año dos mil veintidós. 
 
En el contenido del oficio, el IDEY informó que el día trece de abril del año dos mil veintidós, 
la Licenciada C1 se presentó en representación de QA1 ante el Instituto. En esa ocasión, se 
le entregó a la Licenciada R. el informe original con número de Oficio DAR/0129/2022, fechado 
el veinticuatro de marzo del año dos mil veintidós, el cual había sido remitido por el Director de 
Alto Rendimiento del IDEY. 

 
En respuesta a la comunicación del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán, QA1 presentó 
un escrito el ocho de julio del año dos mil veintidós ante la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Yucatán (CODHEY). En este documento, expresó su descontento con la 
respuesta recibida del IDEY y reiteró su solicitud de aclaraciones sobre una supuesta sanción 
que afectaba su libertad de asociación y vulneraba su integridad física y moral. En su escrito, 
el ahora quejoso planteó dos solicitudes específicas al IDEY: en primer lugar, que se le 
explicara detalladamente la supuesta sanción registrada por la Asociación de Boxeo de 
Aficionados del Estado de Yucatán y avalada por el IDEY; en segundo lugar, pidió que 
se verificara la respuesta previa del IDEY, ya que consideraba que la asociación no estaba 
realmente acéfala como se afirmaba, sino que seguía activa bajo el liderazgo de (…) y sus 
asociados, quienes supuestamente se negaban a dialogar con él. 
 
Para poder esclarecer el panorama planteado, esta Comisión de Derechos Humanos solicitó 
un informe adicional, mismo que fue respondido en fecha nueve de agosto del año dos mil 
veintidós por parte del Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán mediante el Oficio IDEY/DJ/264/22. En este documento, se adjuntó el Oficio 
IDEY/DAR/DDF/058/2022, el cual contenía una copia simple certificada de la sanción impuesta 
a QA1 por la Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán. 
 
Dicho oficio anexaba un documento sin número, fechado el nueve de marzo del año dos mil 
veinte, suscrito por el Presidente de la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán. En este 
documento, se informaba sobre la expulsión definitiva de QA1, conocido como "(...)", de la 
asociación debido a graves acciones durante el Selectivo Regional de Boxeo 2020 en 
Palenque, Chiapas. 
 
Asimismo, el día treinta y uno de agosto del año dos mil veintidós, el Director Jurídico y 
Representante Legal del IDEY emitió el Oficio IDEY/DJ/282/22 en respuesta a la solicitud 
adicional de información de la CODHEY. En este documento, se mencionaba que la posición 
de Presidente de la Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán seguía acéfala 
y se explicaba que la sanción emitida a QA1 se basó en alteraciones del orden público durante 
eventos organizados por la asociación. 

 
A razón de la información brindada por la autoridad, el día veintiséis de septiembre del año dos 
mil veintidós, QA1 envió un escrito a la CODHEY en el que refutaba la afirmación del IDEY 
sobre la asociación acéfala y cuestionaba las sanciones impuestas. Además, solicitaba 
información sobre su afiliación oficial a la asociación de boxeo amateur del estado de Yucatán. 
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Por otra parte, el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto del Deporte del Estado 
de Yucatán emitió el Oficio número IDEY/DJ/332/22 en respuesta al informe presentado por 
QA1. En este documento, se aclaraba que en marzo de dos mil veinte, QA1, también conocido 
como "(...)", se presentó en la ciudad de Palenque, Chiapas, durante el Selectivo Regional de 
Boxeo 2020, donde participaba el Club "(...)", afiliado a la Asociación de Boxeo del Estado de 
Yucatán. Siendo que en ese momento, QA1 era entrenador y estaba afiliado a la asociación. 
Durante dicho evento, señalaron que QA1 cometió faltas consideradas muy graves, poniendo 
en riesgo la participación de la selección yucateca de boxeo en el torneo regional. A solicitud 
de los entrenadores presentes, la directiva de la asociación tomó la decisión de sancionarlo, 
fundamentándose en el estatuto de la asociación yucateca de boxeo, específicamente en el 
Capítulo XV de las Sanciones. 

 
En respuesta a los hechos manifestados en el expediente, se decidió entablar una 
plática con las autoridades señaladas como presuntas responsables para buscar una 
conciliación. Esta reunión tuvo lugar el día siete de febrero del año dos mil veintitrés y fue 
documentada en un acta circunstanciada. En dicha reunión, el Licenciado Francisco Ayala 
Ibarra del Jurídico del IDEY y la Licenciada Nidia Cecilia Pacheco Cruz, Coordinadora de 
Deporte Federado, recibieron a QA1. QA1 expresó su inconformidad con la sanción que se le 
impuso, argumentando que las respuestas recibidas no eran precisas y que no se le brindó la 
asesoría que solicitaba. El Licenciado Ayala explicó que la sanción se basó en una falta 
cometida por QA1 en un evento en Chiapas en 2020, y que, aunque abandonó la reunión, la 
sanción ya había sido emitida. 
 
Posteriormente, el día trece de febrero del año dos mil veintitrés, se recibió una llamada 
del Licenciado Francisco Ayala informando sobre una diligencia conciliatoria 
programada en las instalaciones del IDEY para el quince de febrero. Se invitó a QA1 y 
se acordó la presencia del encargado de la Asociación de Boxeo en el Estado. El ahora 
quejoso confirmó su asistencia a través de una llamada telefónica. 

 
Es así que el día quince de febrero del año dos mil veintitrés se llevó a cabo la reunión, como 
se registró en un acta circunstanciada. Durante la reunión, QA1 solicitó que se compruebe su 
afiliación y registro, y pidió que se le levante la sanción. Sin embargo, los representantes de la 
asociación señalaron que no retirarían la sanción y que no reconocían su afiliación debido a la 
falta cometida en el evento en Chiapas. Se mencionó que la asociación estaba en un proceso 
de reorganización y que no contaban con una dirección establecida. La reunión no logró 
llegar a un acuerdo conciliatorio entre las partes. 
 
A razón de la reunión efectuada con personal del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán 
y la Asociación de Boxeo de Aficionados del Estado de Yucatán, el día trece de marzo del año 
dos mil veintitrés, QA1 presentó un escrito relacionado con su expediente. En este documento, 
destacó tres puntos cruciales surgidos de la reunión de conciliación del quince de febrero de 
dos mil veintitrés en el IDEY. 
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En primer lugar, cuestionó la validez de los representantes C9, C6 y C5, quienes se 
presentaban como titulares de la asociación de boxeo, dado que en cada diligencia previa se 
le había informado que la asociación estaba acéfala. QA1 demandó claridad sobre si realmente 
existían representantes con los cuales poder solventar su asunto de manera jurídica. 
 
En segundo lugar, expresó su inquietud respecto a si la asociación de boxeo era la única 
reconocida por el estado. Siendo un exboxeador profesional y entrenador, afirmó que se le 
había negado información sobre su afiliación o la posibilidad de formar parte de la asociación. 
Solicitó instrucciones sobre cómo formar su propia asociación en caso de que no se le 
permitiera unirse a la existente, argumentando que se estaban violando sus derechos al no 
permitírsele asociarse. 
 
Por último, demandó acceso a su expediente tanto en la asociación como en el IDEY, 
específicamente para revisar los registros y documentos relacionados con los eventos 
en Chiapas y las sanciones impuestas en su contra. El ahora quejoso afirmó estar sufriendo 
las consecuencias de un expediente arbitrario y sanciones injustas, y expresó su voluntad de 
llevar el caso ante instancias superiores si fuera necesario para proteger sus derechos como 
deportista y ser humano. 
 
En respuesta al escrito presentado por QA1 el trece de marzo del año dos mil veintitrés, la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán solicitó al Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán información adicional sobre los hechos mencionados por el quejoso. Esta 
solicitud fue realizada mediante el Oficio número DJ/0183/23, fechado el cinco de junio del 
mismo año, el cual fue entregado por el Director Jurídico y Representante Legal del Instituto 
del Deporte. 
 
En dicho oficio se anexaron varios documentos, entre ellos el Oficio DAR/0317/2023 del dos 
de junio del año dos mil veintitrés, suscrito por el Director de Alto Rendimiento del 
Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. En este documento se estableció que QA1 no 
estaba excluido para registrarse y participar en eventos deportivos, siempre y cuando 
cumpliera con los requisitos establecidos y no tuviera impedimentos verificados por la 
Federación Mexicana de Boxeo. 
 
Además, se adjuntó un segundo documento fechado el veinticuatro de noviembre del año dos 
mil veintitrés. En este oficio, se informaba que QA1, también conocido como "(...) QA1", 
había sido suspendido por cuatro años a partir de marzo del mismo año hasta marzo de 
dos mil veinticuatro. La suspensión se debió a varias situaciones ocurridas durante la 
fase regional 2020 en Palenque, Chiapas, según lo estipulado en el estatuto de la 
Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán. La suspensión implicaba restricciones 
significativas en la participación de QA1 en actividades relacionadas con el boxeo, y se 
detallaron las condiciones para su posible reincorporación una vez finalizada la suspensión. 
 
Asimismo, es de señalar que el día cuatro de julio del año dos mil veintitrés, el Director de Alto 
Rendimiento del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán emitió el Oficio número 
IDEY/DJ/200/23. En este oficio, el representante legal del Instituto del Deporte proporcionó 
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detalles adicionales sobre el caso, así como del informe rendido en fecha cuatro de junio del 
mismo año. 
 
En primer lugar, se abordó el incidente ocurrido durante la participación de QA1 en el "Selectivo 
Regional de Boxeo 2020" en Palenque, Chiapas, en marzo de 2020. Se informó que no existía 
documentación formal sobre el incidente, ya que el evento fue organizado por la Comisión 
Nacional del Deporte (CONADE) en coordinación con el Instituto del Deporte del Estado de 
Chiapas. Sin embargo, se detallaron los informes verbales de testigos presenciales, que 
indicaban que QA1 intentó subirse al ring y luego al autobús del Instituto del Deporte de 
Yucatán sin estar acreditado, lo que generó un altercado con el personal acreditado del 
instituto. 

 
En segundo lugar, se mencionó la comunicación de QA1 con la Comisión de Apelación 
y Arbitraje del Estado de Yucatán sobre la sanción impuesta por la Asociación Boxeo 
del Estado de Yucatán, A.C. Se explicó que, aunque la ley contempla esta comisión, en 
la actualidad no estaba integrada debido a que el Poder Ejecutivo aún no había 
nombrado a sus miembros. Por lo tanto, los oficios enviados por QA1 fueron recibidos 
y atendidos directamente por el Instituto del Deporte del Estado de Yucatán. 
 
Por último, se mencionaron las recomendaciones o acciones realizadas por el Instituto para 
abordar la problemática entre QA1 y la Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, A.C. Se 
destacó que el Instituto se adhería a las recomendaciones emitidas en el Oficio 
IDEY/DJ/0183/23, fechado el cinco de junio del año dos mil veintitrés, el cual fue recibido por 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán el seis de junio del mismo año. 
 
El once de julio del año dos mil veintitrés, en respuesta a las manifestaciones de la autoridad, 
QA1 se presentó ante esta Comisión de Derechos Humanos, donde se levantó un Acta 
circunstanciada. Durante esta comparecencia, QA1 expresó su disposición a reunirse con 
representantes del Instituto del Deporte del Estado de Yucatán con el fin de llegar a un acuerdo 
sobre los hechos que consideraba agraviantes, los cuales estaban documentados en el 
expediente CODHEY 214/2022. 
 
Posteriormente, el veinticinco de julio del mismo año, se llevó a cabo una audiencia de 
conciliación en las instalaciones del IDEY. En esta audiencia, participaron QA1, como 
agraviado en el expediente CODHEY 214/2022, y la Licenciada Sinthia del Carmen 
Alvarado Canché, de la Dirección Jurídica del IDEY. 
 
Durante la audiencia, QA1 expresó sus quejas, incluyendo la sanción impuesta por la 
Asociación de Boxeo del Estado de Yucatán, la falta de claridad sobre la legalidad de dicha 
asociación, la falta de legalidad jurídica por parte del IDEY y la falta de la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Estado de Yucatán. En respuesta, la Licenciada Sinthia Alvarado 
se comprometió a solicitar información relacionada con los procedimientos de la 
asociación, así como a tomar medidas para abordar las preocupaciones planteadas por 
QA1, incluida la conformación de la Comisión de Arbitraje. 
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Finalmente, tras aceptar los ofrecimientos de la autoridad, QA1 acordó dar por conforme y 
conciliado una vez que la autoridad cumpliera cabalmente con sus compromisos. La 
representante de la autoridad aseguró que se haría todo lo posible por cumplir con lo acordado 
en el menor tiempo posible, dando por finalizada la diligencia. 
 
El dieciocho de agosto del año dos mil veintitrés, se recibió en la Comisión de Derechos 
Humanos un oficio emitido por el Director Jurídico y representante legal del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán, con el número IDEY/DJ/0229/23. En este oficio, se presentaba 
un informe en cumplimiento a lo solicitado por la Comisión respecto al expediente CODHEY 
214/2022, derivado del acuerdo suscrito el veinticinco de julio del mismo año, en respuesta a 
la queja interpuesta por QA1. 
 
El informe detallaba las gestiones realizadas por el IDEY para cumplir con los acuerdos 
derivados de la conciliación. En particular, se mencionaba el cumplimiento de los puntos del 
uno al tres, que involucraban la solicitud de información a la Asociación de Boxeo del Estado 
de Yucatán y la presentación de los documentos correspondientes. 
 
Asimismo, se informaba sobre el cumplimiento del acuerdo cuatro, que implicaba la 
solicitud al Titular del Instituto para llevar a cabo las gestiones necesarias con el 
Despacho del Gobernador para integrar la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte 
del Estado de Yucatán, conforme a lo establecido en la Ley de Cultura Física y Deporte. 
 
Posteriormente, el veinticinco de agosto del mismo año, QA1 envió un escrito a la Comisión 
de Derechos Humanos, expresando su descontento por las contradicciones y el presunto 
incumplimiento por parte del IDEY. Solicitó a este organismo protector de los derechos 
humanos continuar con el proceso, argumentando que la ausencia de la Comisión de Arbitraje 
Deportivo violaba sus derechos. 
 
El treinta de agosto del año dos mil veintitrés, se recibió otro oficio del Director Jurídico 
y representante legal del IDEY, con el número IDEY/DJ/0236/23. En este documento, se 
presentaba información complementaria en cumplimiento al acuerdo derivado del 
expediente CODHEY 214/2022. Se detallaban las gestiones realizadas para solicitar al 
Titular del Instituto las acciones necesarias para integrar la Comisión de Apelación y 
Arbitraje del Deporte del Estado de Yucatán, conforme a lo establecido en la Ley de 
Cultura Física y Deporte del Estado de Yucatán y de su Reglamento. En tal sentido, el 
IDEY solicitaba a la Comisión tener por presentadas las constancias entregadas en ambos 
oficios, acceder a lo solicitado y solicitar el cierre del expediente, argumentando que se habían 
cumplido los acuerdos de conciliación conforme al Reglamento Interno de la CODHEY. 

 
En virtud de la información brindada por el Instituto del Deporte del Estado de Yucatán en 
donde informaba que había cumplido con los puntos pactados en la conciliación efectuada con 
el C. QA1, el veinticinco de septiembre del año dos mil veintitrés, esta Comisión de Derechos 
Humanos recibió un escrito firmado por señalado quejoso. En este documento, QA1 expresaba 
su preocupación por el comportamiento irregular del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán hacia su persona. Se quejaba de la intervención ilegal del instituto y la supuesta 
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asociación de boxeo para sancionarlo de manera injusta, así como de las omisiones del 
gobernador del estado respecto a la Comisión de Apelación y Arbitraje Deportivo. QA1 
afirmaba que ninguno de los puntos acordados en la última reunión garantizaba la protección 
de sus derechos humanos. 
 
Por tales manifestaciones, se le solicitó un informe al representante legal del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán por parte de este organismo protector de los derechos 
humanos, en tal sentido, el veintitrés de octubre del mismo año, se recibió un oficio del 
Director Jurídico y Representante Legal del IDEY, con el número IDEY/DJ/0311/23. En 
este oficio, se presentaba un informe adicional en cumplimiento a lo solicitado por la Comisión 
respecto al expediente CODHEY 214/2022. Se detallaban las gestiones realizadas para 
cumplir con el acuerdo derivado de la queja de QA1. En particular, se mencionaba el envío de 
información complementaria, específicamente relacionada con la solicitud de integración de la 
Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán. Sin embargo, hasta 
la presente fecha el Director Jurídico y Representante Legal del IDEY, no ha realizado 
las acciones necesarias ni suficientes para la integración de la Comisión de Apelación 
y Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán, ya que únicamente se limitó a enviar un 
oficio al Ejecutivo en el cual solicita la integración de la multicitada Comisión. 
 
SEGUNDA.- De todo lo anteriormente relacionado, es evidente que el Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán tuvo la intención de cumplir con los puntos acordados en la reunión de 
conciliación efectuada el día veinticinco de julio del año dos mil veintitrés, llevada a cabo entre 
el C. QA1 y la Licenciada Sinthia del Carmen Alvarado Canché, de la Dirección Jurídica del 
mencionado instituto. Sin embargo, no realizó las acciones necesarias ni suficientes para el 
cumplimiento del acuerdo. 
En tal sentido, debe hacerse mención a lo mencionado en fecha veintitrés de agosto del 
año dos mil veintitrés, en donde el Licenciado C.X.S.C., entonces titular del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán, dirigió el oficio número IDEY/DG/357/23 al C.P. E. M. R. 
P., Jefe del Despacho del Gobernador, con el propósito de gestionar con el titular del 
Ejecutivo la conformación de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte en el 
Estado de Yucatán, como se estableció en el acuerdo. No obstante, hasta la fecha de 
emisión de esta resolución, dicha Comisión aún no ha sido conformada, ni se han 
realizado acciones ulteriores para concretar la creación de este órgano. 
 
Este incumplimiento se sustenta en el artículo transitorio segundo del Reglamento de la Ley 
de Cultura Física y Deporte del Estado de Yucatán, publicado en fecha cuatro de mayo del año 
dos mil doce en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. Dicho artículo establece 
que "La Comisión de Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán deberá instalarse 
dentro de los 90 días siguientes a partir de la entrada en vigor de este Reglamento". Es 
importante resaltar que este incumplimiento se ha prolongado a lo largo del tiempo, ya que han 
pasado más de diez años desde la entrada en vigor de la ley sin que se haya conformado la 
Comisión de Apelación y Arbitraje Deportivo en el Estado de Yucatán. 
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Por consiguiente, esta situación deja desprotegido al quejoso al privarlo de un recurso efectivo, 
idóneo y rápido, tal como lo estipulan los artículos 48 al 49 bis de la Ley de Cultura Física y 
Deporte del Estado de Yucatán, mismos que estipulan lo siguiente: 

 
“Artículo 48.- La comisión de arbitraje tiene por objeto conocer y resolver las 
inconformidades que interpongan los integrantes del sistema estatal o las personas 
inscritas en el registro estatal contra las resoluciones emitidas por las autoridades 
correspondientes, así como fungir como panel de arbitraje y coadyuvar, a través de 
la mediación y la conciliación, en la solución de las controversias que se susciten o 
puedan suscitarse, en el ámbito jurídico del deporte estatal, entre autoridades, 
organismos, directivos, deportistas, entrenadores y demás personal relacionado.  
 
Artículo 48 bis. La comisión de arbitraje, para el cumplimiento de su objeto, tendrá 
las siguientes atribuciones:  
 
I. Conocer y resolver las impugnaciones que, mediante recurso de apelación, 
realicen los integrantes del Sistema Estatal de Cultura Física y Deporte o las 
personas inscritas en el registro estatal en contra de los actos o las omisiones que 
hayan efectuado las autoridades, asociaciones o sociedades deportivas y que 
afecten los derechos establecidos, a favor del apelante, en la ley general, en esta 
ley o en las demás disposiciones legales y normativas aplicables;  
 
II. Conceder, dentro del trámite del recurso de apelación, la suspensión provisional 
o, en su caso, definitiva del acto impugnado;  
 
III. Efectuar, dentro del trámite del recurso de apelación, la suplencia de la 
deficiencia de la queja, cuando el impugnante no sea directivo, autoridad, asociación 
o sociedad deportiva;  
 
IV. Fungir como conciliador dentro del trámite del recurso de apelación;  
 
V. Intervenir como panel de arbitraje en las controversias que se susciten o puedan 
suscitarse entre autoridades, asociaciones, sociedades, directivos, deportistas, 
entrenadores o personal técnico, de conformidad con el reglamento de esta ley;  
 
VI. Desarrollar, por sí o por terceros, procesos de mediación o conciliación, para 
permitir la solución de controversias que se susciten o puedan suscitarse entre 
autoridades, asociaciones, sociedades, directivos, deportistas, entrenadores o 
personal técnico, de conformidad con el reglamento de esta ley, e  
 
VII. Imponer correcciones disciplinarias o medidas de apremio a todas aquellas 
personas que se nieguen a acatar y ejecutar o que no acaten y ejecuten, en sus 
términos, las resoluciones emitidas por ella.  
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Artículo 49.- La comisión de arbitraje estará integrada por un presidente y cuatro 
miembros, designados por el gobernador, quienes deberán contar con título de 
licenciado en derecho, amplio conocimiento del ámbito deportivo y reconocido 
prestigio y calidad moral.  
 
Ninguno de los integrantes de la comisión de arbitraje podrá tener cargo alguno 
dentro de cualquier autoridad, asociación, sociedad o cualquier otro órgano 
deportivo, a efecto de asegurar su total autonomía en la resolución de los recursos 
que conozca.  
 
El presidente designará, de entre los integrantes de la comisión de arbitraje, al 
secretario técnico, quien participará en las sesiones únicamente con derecho a voz.  
 
El presidente y los integrantes de la comisión de arbitraje durarán tres años en su 
encargo, pudiendo ser reelectos hasta por un periodo más.  
 
Los cargos de los integrantes de la comisión de arbitraje son de carácter honorífico, 
por lo tanto quienes los ocupen no devengarán retribución alguna por su 
desempeño. Artículo 49 bis. El Reglamento Interno de la Comisión de Apelación y 
Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán establecerá las disposiciones 
específicas que regulen su organización y funcionamiento.”. 

 
Así como los artículos 37 al 42 del Reglamento de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado 
de Yucatán, los cuales complementan y regulan las disposiciones establecidas en la citada 
Ley de Cultura Física y Deporte, puesto que disponen lo siguiente: 

 
“Artículo 37. La Comisión de Arbitraje funcionará en forma independiente a las 
autoridades deportivas y será el organismo encargado de conocer y resolver las 
inconformidades que interpongan los integrantes del Sistema Estatal o las personas 
inscritas en el Registro Estatal contra las resoluciones emitidas por las autoridades 
correspondientes, en la forma y términos establecidos en la Ley de Actos y 
Procedimientos Administrativos del Estado de Yucatán, así como fungir como panel 
de arbitraje y coadyuvar, a través de la mediación y la conciliación, en la solución 
de las controversias que se susciten o puedan suscitarse, en el ámbito jurídico del 
deporte estatal, entre autoridades, organismos, directivos, deportistas, 
entrenadores y demás personal relacionado.  
 
Artículo 37 bis. La Comisión de Arbitraje, para el cumplimiento de su objeto, tendrá 
las atribuciones previstas en el artículo 48 bis de la Ley.  
 
Artículo 38. Las decisiones y sanciones que apliquen las autoridades y organismos 
deportivos que rebasen el régimen deportivo a que se refiere la Ley y este 
Reglamento se regirán por lo dispuesto en las disposiciones legales y normativas 
aplicables.  
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Artículo 39. La Comisión de Arbitraje estará integrada, de conformidad con lo 
dispuesto en el Artículo 49 de la Ley, por un presidente y cuatro miembros, 
designados por el Titular del Poder Ejecutivo, quienes deberán contar con título de 
licenciado en derecho, amplio conocimiento del ámbito deportivo y reconocido 
prestigio y calidad moral.  
 
Ninguno de los integrantes de la Comisión de Arbitraje podrá tener cargo alguno 
dentro de cualquier autoridad, asociación, sociedad o cualquier otro órgano 
deportivo, a efecto de asegurar su total autonomía en la resolución de los recursos 
que conozca.  
 
Artículo 40. Se deroga.  
 
Artículo 41. La Comisión de Arbitraje tendrá un Secretario Técnico, que será 
designado por el Presidente entre los integrantes de la misma, para el despacho de 
los asuntos administrativos de la Comisión.  
 
Artículo 42. El presidente y los integrantes de la Comisión de Arbitraje durarán tres 
años en su encargo, pudiendo ser reelectos hasta por un periodo más. Los cargos 
de los integrantes de la Comisión de Arbitraje son de carácter honorífico, por lo 
tanto, quienes los ocupen no recibirán retribución alguna por su desempeño.”. 

 
Este incumplimiento transgrede su derecho de acceso a la justicia, en conformidad con lo 
establecido en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos6, 
mismos que señalan lo siguiente:  

 
“Artículo 17.- (…) Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 
las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su 
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales…”. 
 
"Artículo 8. Garantías Judiciales. 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con 
las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter.". 
 
"Artículo 25. Protección Judicial. 1. Toda persona tiene derecho a un recurso 
sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 

 
6 Adoptada en la ciudad de San José de Costa Rica el veintidós de noviembre del año mil novecientos sesenta y nueve (cuyo 
decreto promulgatorio se publicó el siete de mayo de mil novecientos ochenta y uno en el Diario Oficial de la Federación). 
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reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales.  
 
2. Los Estados partes se comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente 
prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona 
que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) 
a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso.". 

 
Los citados preceptos se encuentran estrechamente vinculados con el diverso artículo 1.1 de 
la propia Convención, que establece: 

 
“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en esta 
Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en 
ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.". 

 
De lo antes expuesto, se constata que el artículo 8 de la Convención establece, en su numeral 
1, el derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter; mientras que el artículo 25 de la Convención establece, en términos 
generales, la obligación de los Estados de garantizar lo siguiente: la existencia de un recurso 
judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales; que la autoridad competente 
prevista por el respectivo sistema legal decida sobre los derechos de toda persona que lo 
interponga; el desarrollo de las posibilidades de recurso judicial; y el cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
 
En relación con lo anterior, el artículo 17, primero y segundo párrafos de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, dispone lo que sigue: 
 

“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. Toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos 
y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 
prohibidas las costas judiciales.". 

 
En el texto constitucional antes transcrito, se encuentra contenido el derecho fundamental de 
acceso a la impartición de justicia. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación ha sostenido jurisprudencialmente que dicho derecho consagra a favor 
de los gobernados los siguientes principios, a saber: 

 
1. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades 
encargadas de su impartición de resolver las controversias ante ellas planteadas, 
dentro de los términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes. 
 
2. De justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce del asunto 
emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos 
cuyo estudio sea necesario, y garantice al gobernado la obtención de una resolución 
en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste 
o no la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha 
solicitado. 
 
3. De justicia imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución 
apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las partes o 
arbitrariedad en su sentido. 
 
4. De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de 
su impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha 
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación 
de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía constitucional está 
encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de 
manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se 
encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la 
integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es 
decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para 
dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 
independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo 
materialmente jurisdiccionales. 

 
Lo anterior se desprende de la jurisprudencia 2a./J. 192/2007 de la Segunda Sala del Más Alto 
Tribunal del País, publicada en la página 209, Tomo XXVI, Octubre de 2007, Novena Época 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra señala: 

 
"ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS 
PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA 
OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS 

MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La garantía individual de acceso a la 
impartición de justicia consagra a favor de los gobernados los siguientes principios: 
1. De justicia pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades encargadas 
de su impartición de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los 
términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, 
consistente en que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento 
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respecto de todos y cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, 
y garantice al gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la 
aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los 
derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia 
imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución apegada a derecho, y 
sin favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. 
De justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su 
impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha 
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación 
de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía constitucional está 
encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de 
manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se 
encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la 
integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es 
decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para 
dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, 
independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo 
materialmente jurisdiccionales." 

 
Al efecto, se cita igualmente la tesis 1a. CVIII/2007 de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en la página 793, Tomo XXV, Mayo de 2007, de la Novena 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que establece: 

 
"GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA COMPLETA TUTELADA EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. SUS ALCANCES. El derecho fundamental contenido en el referido 
precepto constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los tribunales de 
administrar justicia de manera completa, en atención a los cuestionamientos 
planteados en los asuntos sometidos a su consideración, analizando y 
pronunciándose respecto de cada punto litigioso, sin que ello signifique que tengan 
que seguir el orden expuesto por las partes o que deban contestar argumentos 
repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las controversias están en 
aptitud de precisar las cuestiones a resolver, lo que puede o no coincidir con la forma 
o numeración adoptada en los respectivos planteamientos, y aunque no pueden 
alterar los hechos ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso deben definirlos, 
como cuando la redacción de los escritos de las partes es oscura, deficiente, 
equívoca o repetitiva. Esto es, los principios de exhaustividad y congruencia de los 
fallos judiciales no pueden llegar al extremo de obligar al juzgador a responder todas 
las proposiciones, una por una, aun cuando fueran repetitivas, ya que ello iría en 
demérito de otras subgarantías tuteladas por el referido precepto constitucional -
como las de prontitud y expeditez- y del estudio y reflexión de otros asuntos donde 
los planteamientos exigen la máxima atención y acuciosidad judicial, pues la 
garantía a la impartición de justicia completa se refiere únicamente a que los 
aspectos debatidos se resuelvan en su integridad, de manera que sólo deben 
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examinarse y solucionarse las cuestiones controvertidas que sean necesarias para 
emitir la decisión correspondiente." 

 
Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo también 
que la garantía judicial prevista en el artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, resulta concordante con los artículos 14 y 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, sin que llegue al extremo de ampliar las prerrogativas de 
audiencia y acceso a la justicia en ellos contenidas, lo que se advierte de la tesis 2a. CV/2007, 
publicada en la página 635, Tomo XXVI, Agosto de 2007, Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes: 

 
"DERECHOS HUMANOS. LA GARANTÍA JUDICIAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8o., 
NUMERAL 1, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA RELATIVA, ES CONCORDANTE CON 
LAS DE AUDIENCIA Y ACCESO A LA JUSTICIA CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 

14 Y 17 CONSTITUCIONALES. El citado artículo 8o., numeral 1, al disponer que toda 
persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un Juez o tribunal competente, independiente e imparcial establecido 
con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de 
orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, resulta concordante con los 
artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin 
que llegue al extremo de ampliar las prerrogativas de audiencia y acceso a la justicia 
en ellos contenidas, porque la prerrogativa de que ‘toda persona tiene derecho a ser 
oída con las debidas garantías’, está establecida en el segundo párrafo del indicado 
artículo 14, que prevé la garantía de audiencia en favor del gobernado mediante un 
juicio en el que se respeten las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, y la referencia de que la 
garantía judicial en comento debe otorgarse ‘dentro de un plazo razonable, por un 
Juez o tribunal competente, independiente e imparcial’, está en consonancia con el 
mencionado artículo 17, en lo concerniente a la tutela jurisdiccional de manera 
pronta, completa e imparcial, que previene que toda persona tiene derecho a que 
se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes." 

 
Expuesto lo anterior, se estima que el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, interpretado de manera sistemática con el artículo 1o. de la Ley 
Fundamental, en su texto reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente de su publicación, 
establece el derecho fundamental de acceso a la justicia, que se integra a su vez por los 
principios de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, como lo ha sostenido 
jurisprudencialmente la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 192/2007 de su índice, previamente transcrita. 
Sin embargo, dicho derecho fundamental previsto como el género de acceso a la 
impartición de justicia, se encuentra detallado a su vez por diversas especies de 
garantías o mecanismos tendentes a hacer efectiva su protección, cuya fuente se 
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encuentra en el derecho internacional, y que consisten en las garantías judiciales y de 
protección efectiva previstas respectivamente en los artículos 8, numeral 1, y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en la ciudad de San José de 
Costa Rica el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve, cuyo decreto 
promulgatorio se publicó el siete de mayo de mil novecientos ochenta y uno, en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
Las garantías mencionadas subyacen en el derecho fundamental de acceso a la justicia 
previsto en el artículo 17 constitucional, y detallan sus alcances en cuanto establecen lo 
siguiente: 

 
“1. El derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
 
2. La existencia de un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos 
fundamentales. 
 
3. El requisito de que sea la autoridad competente prevista por el respectivo sistema 
legal quien decida sobre los derechos de toda persona que lo interponga. 
 
4. El desarrollo de las posibilidades de recurso judicial; y, 
 
5. El cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso.”. 

 
Por tanto, atento al nuevo paradigma del orden jurídico nacional surgido a virtud de las 
reformas que en materia de derechos humanos se realizaron a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 
diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, se estima que el artículo 17 
constitucional establece como género el derecho fundamental de acceso a la justicia 
con los principios que se derivan de ese propio precepto (justicia pronta, completa, 
imparcial y gratuita), mientras que los artículos 8, numeral 1, y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, prevén garantías o mecanismos que como 
especies de aquél subyacen en el precepto constitucional mencionado, de tal manera 
que no constituyen cuestiones distintas o accesorias a esa prerrogativa fundamental, 
sino que tienden más bien a especificar y a hacer efectivo el derecho mencionado, 
debiendo interpretarse la totalidad de dichos preceptos de modo sistemático, a fin de 
hacer valer para los gobernados, atento al principio pro homine o pro personae, la 
interpretación más favorable que les permita el más amplio acceso a la impartición de 
justicia. 
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En relación lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha considerado que en 
todo procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados deben concurrir 
amplias garantías judiciales, entre las que se encuentra el establecimiento, en normas 
jurídicas, de las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a cada etapa 
del proceso. 
 
Al respecto, destaca que el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prevé el principio de efectividad de los medios de defensa previstos en la 
Constitución o en la ley, para garantizar esos derechos. 
 
La propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, sostiene que de acuerdo al citado 
principio "no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, 
resulten ilusorios", lo que puede ocurrir, por ejemplo, al verificarse cualquier situación "que 
configure un cuadro de negación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo 
injustificado en la decisión."7 
 
Sobre el tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en los 
siguientes términos: 
 

"A efectos de cumplir su obligación convencional de establecer en el ordenamiento 
jurídico interno un recurso efectivo en los términos de la Convención, los Estados 
deben promover recursos accesibles a toda persona para la protección de sus 
derechos. Si una determinada acción es el recurso destinado por la ley para obtener 
la restitución del derecho que se considera violado, toda persona que sea titular de 
dicho derecho debe tener la posibilidad real de interponerlo. ... Un recurso judicial 
efectivo es aquel capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido, es 
decir, debe ser un recurso capaz de conducir a un análisis por parte de un tribunal 
competente a efectos de establecer si ha habido o no una violación a los derechos 
humanos y, en su caso, proporcionar una reparación."8 

 
Como puede observarse, desde esta faceta el derecho de acceso a la justicia también 
conlleva la necesidad de que los instrumentos o medios procesales destinados a 
garantizar los derechos humanos tengan la capacidad real para lograr la protección de 
dichos derechos. 
 
Por tanto, para considerar que existe el recurso, no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley, o que sea admisible formalmente, sino que se requiere que se eliminen 
para su admisión y tramitación cualquier cúmulo de requisitos o formalismos técnicos que 
resulten carentes de razonabilidad o exagerados, y que, además, resulte realmente ágil y 

 
7 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Constas. Sentencia de dos de febrero de dos mil uno. 
Serie C. No. 72. 
8 Corte IDH, Caso Castañeda Gutman Vs. México, Sentencia de 6 de agosto de 2008, § 106 y 118. 
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sencillo para determinar si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer 
lo necesario para remediarla.9 
 
Al respecto, debe destacarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación –al resolver el 
amparo directo en revisión 993/2015– precisó que el acceso a la tutela jurisdiccional 
comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo integran: 

 
“1) Una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 
 
2) Otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido proceso; y, 
 
3) Una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las resoluciones 
emitidas con motivo de aquél.”. 

 
De ahí que el derecho de acceso a la justicia implica concomitantemente una puerta de 
entrada al aparato judicial –la acción– un camino a recorrer –el proceso y el debido 
proceso– y una puerta de salida, la cual se traduce en la sentencia, fundada en derecho 
y ejecutable, que conlleva que se cumpla lo previsto en la sentencia. 
 
En esa tónica, destaca que el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prevé el principio de efectividad de los medios de defensa previstos en la 
Constitución o en la ley, para garantizar esos derechos. 
 
La propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, sostiene que de acuerdo con el citado 
principio "no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, 
resulten ilusorios", lo que puede ocurrir, por ejemplo, al verificarse cualquier situación "que 
configure un cuadro de negación de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo 
injustificado en la decisión."10 
 
Lo anterior, se encuentra íntimamente ligado con la obligación general del artículo 1.1 de la 
Convención Americana, al atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados 
Partes,11 dado que el Estado tiene la responsabilidad no sólo de diseñar y consagrar 
normativamente un recurso eficaz, sino también la de asegurar la debida aplicación de dicho 
recurso por parte de sus autoridades judiciales.12 

 
9 "RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL JUICIO DE AMPARO CUMPLE CON LAS CARACTERÍSTICAS DE EFICACIA E 
IDONEIDAD A LA LUZ DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS." 0a. Época; 
2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 27, Febrero de 2016; Tomo I; Pág. 763. 
10 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Constas. Sentencia de dos de febrero de dos mil uno. 
Serie C. No. 72. 
11 Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 83; y Caso Comunidad 
Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214, 
párr. 141. 
12 Caso de los "Niños de la Calle" (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. 
Serie C No. 63, párr. 237; y Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay.Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214, párr. 141. 
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En virtud de lo expuesto, queda evidenciado que el Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, no logró cumplir en un plazo razonable con el punto de conciliación 
"CUARTO", acordado en la reunión del veinticinco de julio del año dos mil veintitrés. 
Dicho punto consistía en la conformación de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte 
en el Estado de Yucatán, como se establece en los artículos 48 al 49 bis de la Ley de Cultura 
Física y Deporte del Estado de Yucatán, así como en los artículos 37 al 42 de su Reglamento. 

 
Tanto el artículo 48 de la ley como el artículo 37 del reglamento detallan el propósito y el 
funcionamiento de esta comisión. Se establece claramente que su objetivo es conocer y 
resolver las inconformidades que presenten los miembros del sistema estatal o las personas 
inscritas en el registro estatal contra las resoluciones emitidas por las autoridades 
correspondientes. Además, la comisión debe actuar como panel de arbitraje y facilitar la 
mediación y la conciliación en las controversias que surjan en el ámbito jurídico del deporte 
estatal. 
 
Sin embargo, a pesar de estas disposiciones legales, hasta la fecha de emisión de esta 
resolución, la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán no ha 
sido constituida de conformidad con lo establecido en el artículo transitorio segundo del 
Reglamento de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Yucatán. Esta omisión 
constituye una clara violación al derecho de acceso a la justicia en su modalidad de 
derecho a un recurso idóneo, efectivo y rápido. 
 
El incumplimiento de esta garantía material afecta directamente al C. QA1, quien se 
encuentra desprotegido al no contar con una autoridad competente para atender las 
impugnaciones relacionadas con el deporte en el estado de Yucatán. 
 
El artículo 48 bis fracción I de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Yucatán 
establece claramente las atribuciones de la comisión de arbitraje, entre las cuales se encuentra 
la facultad de conocer y resolver las impugnaciones presentadas mediante recurso de 
apelación. La ausencia de esta comisión impide que se atiendan adecuadamente los casos 
que afectan los derechos de los ciudadanos en el ámbito deportivo, como lo establece la ley. 
 
Por lo tanto, es imperativo que se tome acción inmediata para constituir la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte en el Estado de Yucatán, conforme a las disposiciones 
legales vigentes. Puesto que únicamente de esa manera se garantizará el derecho de acceso 
a la justicia de los ciudadanos y se asegurará una adecuada resolución de las controversias 
en el ámbito deportivo. 
 
TERCERA.- OBLIGACIÓN DE REPARAR EL DAÑO POR LA VIOLACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS. 

 
Cabe señalar, que una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr la 
reparación del daño consiste en plantear la reclamación ante el órgano competente. En tal 
virtud, al acreditarse violaciones a los derechos humanos atribuibles a servidores públicos del 
Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las medidas 
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que procedan para lograr la efectiva restitución del o los afectados en sus derechos 
fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieran 
ocasionado, por lo cual es necesario que se realice la reparación conducente en los términos 
de ley, procurando que la víctima directa o sus familiares no enfrenten complejidades que 
signifiquen un impedimento u obstrucción a la satisfacción pronta de sus derechos. 

 
A).- MARCO CONSTITUCIONAL. 
 
Los artículos 1º párrafo tercero y 109 fracción III de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, vigente en la época de los hechos, establecen: 

 
“Artículo 1o. (…), (…), Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley…”. 
 
“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: I. (…), 
II. (…),  III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los 
actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución 
e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de 
acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el 
responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de 
dichos actos u omisiones. (…) Los entes públicos estatales y municipales, así como 
del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, contarán con órganos internos 
de control, que tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que 
se refiere el párrafo anterior…”. 

 
B).- MARCO INTERNACIONAL.  
 
El instrumento internacional denominado Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho 
de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer 
Recursos y Obtener Reparaciones, aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 16 de diciembre de 2005, establece que una reparación adecuada, efectiva y rápida 
tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho internacional 
humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño 
sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, los 
Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que puedan 
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atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario. Cuando se 
determine que una persona física o jurídica u otra entidad están obligadas a dar reparación a 
la víctima, la parte responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado 
si éste hubiera ya dado reparación a la víctima. 
 
Por otro lado, indica que conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en 
cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones 
manifiestas de derechos humanos, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de 
la violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, en 
diversas formas, entre ellas, las siguientes: indemnización, satisfacción y garantías de no 
repetición.  
 
La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a 
la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o la violación grave 
del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el 
restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar 
y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la 
devolución de sus bienes.  
 
La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente 
evaluables que sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos, tales como: a) El daño físico o mental; b) La pérdida de oportunidades, 
en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; c) Los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) Los perjuicios morales; y e) Los gastos de 
asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y 
sociales.  
 
En cuanto a la Rehabilitación señala que ha de incluir la atención médica y psicológica, así 
como de servicios jurídicos y sociales. 
 
En relación a la satisfacción alude que ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la 
totalidad o parte de las medidas siguientes: a) Medidas eficaces para conseguir la cesación de 
las violaciones continuadas; b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa 
de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que 
han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; c) La 
búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de 
los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver 
a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su 
familia y comunidad; d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; 
e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades; f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 
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responsables de las violaciones; g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; h) La 
inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el 
material didáctico a todos los niveles. 
 
Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las 
medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención: a) El ejercicio de un control 
efectivo de las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; b) La garantía de 
que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales 
relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; c) El fortalecimiento de la 
independencia del poder judicial; d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y 
la asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de 
los derechos humanos; e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los 
sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; f) La promoción de la observancia de 
los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular las normas internacionales, por 
los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los 
establecimientos penitenciarios, los medios de información, la salud, la psicología, los servicios 
sociales y las fuerzas armadas, además del personal de empresas comerciales; g) La 
promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales; h) 
La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las 
permitan. 

 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece: 

 
“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos.  
1.- Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 
 
“Artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de Derecho Interno.  
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades”.  
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“Artículo 63  
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que 
se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada”. 

 
De lo anterior, resulta evidente que toda violación a derechos humanos genera hacia la víctima 
un derecho a la reparación del daño por parte del Estado, siendo además, que esta 
responsabilidad en materia de derechos humanos debe ser completa, integral y 
complementaria.  

 
Asimismo, conforme al artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados, 
los Estados no pueden invocar su normatividad interna, o la falta de esta, para incumplir 
con obligaciones internacionalmente adquiridas.  
 
Además, no está por demás recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
el párrafo 127 del Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, 
Sentencia de 19 de noviembre 1999 (Fondo), señaló lo siguiente:  

 
“… Por otra parte, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de 
las violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con 
amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en 
procura del esclarecimiento de los hechos y del castigo de los responsables, como 
en busca de una debida reparación.” 

 
Lo anterior, deja en claro que las víctimas de las violaciones, tienen el derecho a participar en 
el proceso de reparación del daño, no sólo para el esclarecimiento de los hechos y que los 
responsables sean sancionados, sino también para obtener una debida reparación.  
 
C).- MARCO JURÍDICO MEXICANO.  
 
Así también los artículos 1º párrafos tercero y cuarto, 7 fracción II, y 26 de la Ley General 
de Víctimas, vigente en la época de los hechos, prevén:  

 
“Artículo 1. (…), (…), La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a 
las autoridades de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, 
así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones 
públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar 
ayuda, asistencia o reparación integral. 
 
La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 
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implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del 
hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 
derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante…”. 
 
“Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter 
enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, 
favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. Las 
víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: I. (…) II. A ser reparadas por 
el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por 
el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de 
violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les 
causaron…”. 
 
“Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, 
plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido 
como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.”.  

 
Si bien tales principios deben aplicarse en casos de violaciones a derechos humanos, los 
mismos pueden servir como guía para que las autoridades responsables puedan determinar 
la reparación del daño en los casos de naturaleza penal que conocen, sobre todo aquellos que 
versan sobre la protección de los bienes jurídicos imprescindibles, como la vida, la integridad 
y la seguridad personal, por señalar algunos. 
 
D).- AUTORIDAD RESPONSABLE.  
 
Una vez fijado el marco teórico y doctrinal de la reparación del daño, se procede a señalar, 
dadas las circunstancias específicas del presente caso, las modalidades que deben de ser 
atendidas por la autoridad responsable para lograr que la misma sea completa, integral y 
complementaria. 
 
En ese sentido, en virtud de que a la fecha de la elaboración de esta Recomendación, no se 
tiene conocimiento que se haya reparado el daño causado al ciudadano QA1 por la violación 
a sus derechos humanos por parte de servidores públicos del Instituto del Deporte del Estado 
de Yucatán, resulta más que evidente, el deber ineludible del Director de la mencionada 
institución de gobierno, de proceder a la realización de las acciones necesarias para que se 
repare el daño de manera integral, con motivo de las violaciones a derechos humanos. Lo 
anterior, sustentado además en lo estatuido en el artículo 109 fracción III de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente en la época de los hechos y 87 de la 
Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en vigor. 

 
Por lo antes expuesto, se emite al C. Director del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, las siguientes: 
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RECOMENDACIONES 
 

PRIMERA.- Como Garantía de Satisfacción y con la finalidad de fortalecer la cultura de 
respeto a los Derechos Humanos y no dejar impunes acciones ilegales de los servidores 
públicos, en atención a las consideraciones vertidas en el capítulo de observaciones de la 
presente resolución, se sirva iniciar de manera inmediata una investigación interna, a efecto 
de determinar la identidad de las personas servidoras públicas del Instituto del Deporte del 
Estado de Yucatán, que tenían la responsabilidad de cumplir con el punto de conciliación 
"CUARTO", acordado en la reunión del veinticinco de julio del año dos mil veintitrés. 
 
Siendo que una vez identificados, se les inicie el correspondiente procedimiento administrativo 
y/o disciplinario que corresponda. 
 
Los procedimientos administrativos y/o disciplinarios que se inicien deberán ser ágiles, 
imparciales y apegados a la legalidad, y en los que se deberá de imponer las sanciones que 
correspondan de acuerdo al nivel de responsabilidad, en la inteligencia, que si del resultado 
de dicha investigación apareciere identificado algún otro servidor público del Instituto del 
Deporte del Estado de Yucatán, como responsable, proceder de la misma manera. Todo lo 
anterior, aún y cuando no sigan prestando sus servicios en la mencionada Institución, toda vez 
que, en ese caso, los resultados de los procedimientos incoados, deberán ser agregados a los 
expedientes personales de los servidores públicos implicados para los efectos legales a que 
haya lugar, debiendo acreditar dicha circunstancia con las constancias conducentes. 
 
Asimismo, la instancia de control que tome conocimiento del asunto a que se viene haciendo 
referencia, en caso de advertir la existencia de una probable responsabilidad civil y/o penal por 
parte de los servidores públicos involucrados, deberá de ejercer las acciones necesarias a fin 
de que sea iniciado el procedimiento correspondiente. 
 
SEGUNDA.- En relación con la Garantía de No Repetición, es imperativo implementar todas 
las acciones necesarias para establecer formalmente la Comisión de Apelación y Arbitraje del 
Deporte en el Estado de Yucatán, conforme a lo establecido en los artículos 48 al 49 bis de la 
Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Yucatán, así como en los artículos 37 al 42 del 
Reglamento de dicha ley. Estos artículos señalan tanto el propósito como las atribuciones 
específicas de la Comisión, así como su composición y procedimientos. 
 
La creación y funcionamiento efectivo de esta Comisión es esencial para asegurar un recurso 
efectivo, idóneo y rápido, garantizando así que los derechos humanos y deportivos sean 
protegidos de manera adecuada y efectiva. 
 
TERCERA.- Atendiendo a la Garantía de No Repetición, impartir cursos de capacitación a 
los servidores públicos que conforman el cuerpo del Instituto del Deporte del Estado de 
Yucatán, relativos a los temas siguientes: 
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a).- Derecho de Acceso a la Justicia. 
 
b).- Derecho a un Recurso Efectivo, Idóneo y Rápido. 
 
Lo anterior, desde la perspectiva del caso que dio origen a la presente resolución, por lo que 
se deberá realizar un análisis y retroalimentación del contenido del mismo, así como de las 
disposiciones emanadas de la Ley de Cultura Física y Deporte, así como del Reglamento de 
la Ley de Cultura Física y Deporte, ambos del Estado de Yucatán, a efecto de que situaciones 
como las abordadas no se repitan. 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se requiere al C. Director del Instituto del Deporte 
del Estado de Yucatán, que la respuesta sobre la aceptación de estas recomendaciones, 
sean informadas a este Organismo dentro del término de quince días hábiles siguientes a 
su notificación, e igualmente se le solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al 
cumplimiento de las mismas, se envíen a esta Comisión Estatal de Derechos Humanos, dentro 
de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para 
informar sobre la aceptación de la misma, en la inteligencia que la falta de presentación de 
las pruebas, se considerará como la no aceptación de esta recomendación. 
 
Asimismo, dese vista de la presente Recomendación a la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas, a efecto de que el ciudadano QA1 sea inscritos en el Registro Estatal de Atención 
a Víctimas, en consideración a su derecho contemplado en la fracción XI del artículo 5 de la 
Ley de Víctimas del Estado de Yucatán, sin que dicha inscripción implique por parte de la 
autoridad responsable el incumplimiento a las recomendaciones emitidas por este Organismo 
Protector de Derechos Humanos. Para tal efecto, oriéntese, al agraviado a fin de que acuda 
a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, para proporcionar los datos e 
información que se requieren para proceder a su inscripción. 
 
Por último, se instruye a la Visitaduría General, dar continuidad al cumplimiento de la 
recomendación emitida en esta resolución, en términos de lo establecido en la fracción IX del 
artículo 34 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en vigor. 
 
Así lo resolvió y firma el Maestro en Derecho José Gustavo Arjona Canto, Encargado de 
la Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, en términos 
del párrafo segundo del artículo 17 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Yucatán, en vigor. Notifíquese. 
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